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Resumen: El presente trabajo examina, por una parte, las normas relativas a las inmunidades de 
jurisdicción penal de los altos agentes del Estado venezolano, y si la interpretación de su alcance 
resulta incompatible con la necesidad de exigir responsabilidad penal por crímenes de lesa hu-
manidad, lo que justificaría su revisión. Por la otra, ante la imposibilidad de aplicar el principio 
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de territorialidad para la persecución de dichas conductas en el ámbito nacional, se analizan los 
procedimientos y la legitimación de los Estados de la comunidad internacional para su represión, 
así como la posibilidad de activar la jurisdicción universal ante tribunales españoles tras la refor-
ma del artículo 23.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, o ante tribunales argentinos a raíz de 
la decisión de iniciar una investigación contra el presidente de Venezuela.
Palabras clave: inmunidad de jurisdicción penal de agentes estatales; crímenes de lesa huma-
nidad; derecho internacional penal; jurisdicción universal; responsabilidad penal internacional.

Abstract: This study examines, on the one hand, the rules concerning the criminal jurisdic-
tional immunities of senior officials of the Venezuelan State, and whether the interpretation of 
their scope is incompatible with the need to ensure criminal responsibility for crimes against 
humanity, which would justify its revision. On the other hand, in light of the impossibility of 
applying the principle of territoriality to prosecute such conduct at the national level, the study 
analyzes the procedures and the legal standing of States within the international community to 
undertake such prosecutions, as well as the possibility of activating universal jurisdiction before 
Spanish courts following the reform of Article 23.4 of the Ley Orgánica del Poder Judicial or 
before Argentine courts in the wake of the decision to initiate an investigation against the Presi-
dent of Venezuela.
Keywords: immunity from criminal jurisdiction of state agents; crimes against humanity; inter-
national criminal law; universal jurisdiction; international criminal responsibility.

Résumé: Le présent travail examine, d’une part, les normes relatives aux immunités de juri-
diction pénale des hauts agents de l’État vénézuélien, et si l’interprétation de leur portée s’avère 
incompatible avec la nécessité de demander des comptes pénaux pour crimes contre l’humani-
té, ce qui justifierait leur révision.D’autre part, face à l’impossibilité d’appliquer le principe de 
territorialité pour la poursuite de ces conduites au niveau national, sont analysées les procédures 
et la légitimation des États de la communauté internationale pour leur répression, ainsi que la 
possibilité d’activer la juridiction universelle devant les tribunaux espagnols suite à la réforme 
de l’article 23.4 de la Loi Organique du Pouvoir Judiciaire, ou devant les tribunaux argentins à 
la suite de la décision d’ouvrir une enquête contre le Président du Venezuela.
Mots-clés: immunité de juridiction pénale des agents de l’État; crimes contre l‘humanité; droit 
international pénal; juridiction universelle; responsabilité pénale internationale.

Sumario: I. Introducción. II. Cuestiones generales sobre la inmunidad de jurisdicción penal 
del jefe de Estado y altos agentes estatales. Alcance y límites sobre el ejercicio de la jurisdic-
ción universal. III. Principio de territorialidad. El incumplimiento del Estado venezolano de 
la obligación de investigar, juzgar, y castigar a los presuntos responsables de crímenes inter-
nacionales. IV. El principio de jurisdicción universal en materia penal para la represión de 

crímenes internacionales. V. Conclusiones. VI. Bibliografía.
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I. Introducción

Actualmente, subsisten problemas para sustanciar la responsabilidad penal 
internacional (RPI) del jefe de Estado2 y otros altos agentes civiles y militares 
que conforman la estructura organizada de poder (EOP) en Venezuela por los 
crímenes internacionales presuntamente perpetrados durante las manifesta-
ciones civiles de 2014 y 2017. Por una parte, por el alcance e interpretación 
de la inmunidad de jurisdicción penal en el marco normativo interno, su na-
turaleza jurídica y la inexistencia de excepciones a la norma cuando se trata 
de tales crímenes; por la otra, porque parecería que Venezuela no está apli-
cando el principio de territorialidad, cuya atribución de competencia se acti-
varía en tanto en cuanto los crímenes se han perpetrado en su territorio (locus 
delicti), base de su jurisdicción, y que garantizaría el principio del juez natural.

Tal como sostiene Remiro “el locus delicti es la base de jurisdicción indiscu-
tible, la primera de ellas, la preferente y recomendable; los delitos pueden y 
deben ser juzgados allí donde se cometen, más aún cuando los responsables 
y las víctimas son nacionales y residentes en el territorio”.3 El ejercicio de 
este principio4 es un deber de aplicación de justicia frente a tales atrocidades. 
Los operadores de justicia están obligados a la luz del derecho internacional 
—tanto por la vía consuetudinaria como por la convencional—5 a ejercer su 

2   Cfr. Martínez, Abraham, El principio de justicia universal y los crímenes de guerra, Instituto Uni-
versitario General Gutiérrez Mellado, 2015, p. 336.

3   Cfr. Remiro, Antonio, “Los crímenes de derecho internacional y su persecución judicial”, 
en varios autores, El Derecho penal internacional, Escuela Judicial-Consejo General del Poder Ju-
dicial, 2001, t. VII, p. 74.

4   Cfr. Bassiouni, Mahmoud, “Universal jurisdiction for international crimes: historical, pers-
pectives and contemporary practice”, Virginal Journal of International Law Association, vol. 41, 
2001, p. 56. Según Randall, este principio es de origen consuetudinario: “the obligation to de-
fine and punish certain offenses represents a transformación of the universalizó principle under 
customary law, in which the exercise of jurisdiction is permissive”. Cfr. Randall, “Universal ju-
risdiction under International Law”, L.R., vol. 66, 1988, pp. 785-841.

5   Entre los tratados internacionales que facultan el ejercicio extraterritorial de las jurisdic-
ciones nacionales, se encuentran: El Estatuto de Roma y los convenios de Ginebra; por ejemplo, 
en los convenios de Ginebra de 1949 y sus protocolos adicionales de 1977 y de 2005, se hace 
referencia a las obligaciones internacionales de los Estados parte de perseguir y castigar a los 
acusados de perpetrar u ordenar perpetrar los quebrantamientos graves de las disposiciones 
de estos instrumentos internacionales —tales como homicidio o tortura, entre otros crímenes 
internacionales— y que los tribunales de estos Estados juzguen o extraditen a tales inculpados. 

https://doi.org/10.22201/iij.24487872e.2026.26.19803
https://creativecommons.org/licenses/by-nc/4.0/


4 de 55

Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. 26, núm. 26, 2026, e19803
Soranib Nathali Hernández de Deffendini / Simón Pedro Deffendini Silva
Las inmunidades de jurisdicción penal de agentes estatales y la justicia universal. Su aplicación al caso sobre Venezuela

e-ISSN 2448-7872
DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24487872e.2026.26.19803
Esta obra está bajo una Licencia Creative Commons Reconocimiento-NoComercial 4.0 Internacional

jurisdicción. Sin embargo, para evitar la impunidad sobre estos crímenes in-
ternacionales y la falta de acceso a la tutela judicial efectiva de las víctimas en 
sede nacional, los Estados de la comunidad internacional (CI) deben ejercer 
la jurisdicción6 universal —subsidiariamente— en ausencia de la territorial7 
que, en el caso de Venezuela, debería aplicarse en materia penal;8 para exigir 
el cese de dichas conductas, castigar a los culpables —aunque se trate de al-
tos agentes del Estado—, proponer que se les levante la inmunidad, o incluso 
plantear el posible cese de sus funciones para que no se amparen bajo el pa-
raguas de la inmunidad de jurisdicción.

En la situación que nos ocupa, al tratarse de transgresiones perpetradas de 
forma sistemática, masiva y generalizada, la activación de este principio es un 
mensaje de no tolerancia a la impunidad9 por los crímenes internacionales10 
cometidos presuntamente a través de la EOP, mediante un plan común en el 
que los altos dirigentes del Estado parecerían haber permitido violaciones 
graves del derecho internacional de derechos humanos (DIDH).

Véase también la Convención de La Haya para la Protección de los Bienes Culturales en Caso de 
Conflicto Armado; la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar y la Con-
vención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid.

6   Según el Estatuto de Roma “es deber de todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra los 
responsables de crímenes internacionales”, Estatuto de la Corte Penal Internacional, “Preámbu-
lo”. https://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute(s).pdf 

7   Cfr. CPIJ. The Case of S.S. “Lotus”, Judgement nom. 9, 7 de septiembre de 1927, Collection 
of Judgement, series A, No. 10, p. 20.

8   Cfr. Institute of International Law, Yearbook, vol. 71, part I, session of Krakow, first part, 
preparatory work, 2005, pp. 213 y ss.

9   Esta necesidad se expresa en las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos como “un deber de cooperación interestatal para estos efectos”. Cfr. Corte IDH, Caso La 
Cantuta vs. Perú, fondo, reparaciones y costas, párr. 160. Cfr. Corte IDH, Caso Anzualdo Castro vs. 
Perú, sentencia de 22 de septiembre de 2009, Serie C No. 202, párr. 125, y Corte IDH, Caso Goi-
burú y otros vs. Paraguay , párr. 131. Cfr. Comisión de Derechos Humanos, “Conjunto de principios 
actualizado para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra 
la impunidad. 61º Período de Sesiones”, E/CN.4/2005/102/Add.1, 8 de febrero de 2005.

10   Puede verse la referencia a los crímenes internacionales —en nuestro caso: tortura y de 
lesa humanidad— que facultan el ejercicio de la jurisdicción universal, señalados en los Princi-
pios de Princeton: “ 1. A los efectos de estos Principios los graves crímenes internacionales inclu-
yen [...] (5) crímenes contra la humanidad [...] y (7) tortura. 2. La aplicación de la jurisdicción 
de la jurisdicción universal a los crímenes citados [...]”. Cfr. “Principios de Princeton”, Documento 
Oficial de la Asamblea General de Naciones Unidas, A/56/677, de 4 de diciembre de 2001.
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En los informes de los mecanismos convencionales y extraconvencionales 
de protección de derechos humanos universal y del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos (SIDH), se ha documentado que Venezuela no ha inves-
tigado los crímenes perpetrados en 2014 y 201711 y tampoco ha castigado 

11   Consejo de Derechos Humanos, “Situación de los derechos humanos en la República Bo-
livariana de Venezuela”, A/HRC/42/L.4/Rev.1., 24 de septiembre de 2019 (situación de los 
derechos humanos A/HRC/42/L.4/Rev.1, en adelante), El Comité de Derechos Humanos de 
la ONU ha expresado que “[...] takes note with concern of reports of the alleged commission of 
human rights violations during protests[...] the Committee is concerned at numerous reports 
of the alleged commission of human rights violations during the protests that took place in the 
early months of 2014, including cases of excessive and disproportionate use of force, torture 
and ill-treatment, arbitrary detention and failure to uphold fundamental legal safeguards”. “Con-
cluding observations on the fourth periodic report of the Bolivarian Republic of Venezuela”, 
CCPR/C/VEN/CO/4, 14 de agosto de 2015, párr. 14; Según la ACNUDH: “El ACNUDH 
mantiene su preocupación por la falta de independencia del sistema judicial en la República Boli-
variana de Venezuela, expresada en informes anteriores por el propio ACNUDH, por los órganos 
creados en virtud de tratados y los procedimientos especiales de las Naciones Unidas, durante 
el examen periódico universal del país y por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”. Consejo de Derechos Humanos, “Informe 
de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Independencia del 
sistema judicial y acceso a la justicia en la República Bolivariana de Venezuela, también respecto 
de las violaciones de los derechos económicos y sociales, y situación de los derechos humanos 
en la región del Arco Minero del Orinoco”, A/HRC/44/54, 29 de septiembre de 2020, párr. 
6 (en adelante, Informe ACNUDH A/HRC/44/54); Comité de Derechos Humanos (CCPR), 
“Observación general No 31 [80]: naturaleza de la obligación jurídica general impuesta a los 
Estados Partes en el Pacto”, CCPR/C/ 21/Rev.1/Add.13, 26 de mayo de 2004; En relación 
con la falta a la debida diligencia por la ausencia de prevención y por no llevar a cabo investiga-
ciones imparciales, creíbles e independientes, véase ACNUDH, Consejo Económico y Social, 
“Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias, 
Sra. Radhika Coomaraswamy, presentado de conformidad con la resolución 2001/49 de la Co-
misión de Derechos Humanos Adición Misión a Colombia (1o a 7 de noviembre de 2001)”, E/
CN.4/2002/83/Add.3, 2002, p. 13, párr. 36; Human Rights Committee, “Concluding obser-
vations on the fourth periodic report of the Bolivarian Republic of Venezuela”, CCPR/C/VEN/
CO/4, 14 de agosto de 2015, párr. (b), p. 5; Consejo de Derechos Humanos, “Recopilación pre-
parada por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
con arreglo al párrafo 15 b) del anexo de la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos y 
al párrafo 5 del anexo de la resolución 16/21 del Consejo República Bolivariana de Venezue-
la”, A/HRC/WG.6/26/VEN/2, 25 de agosto de 2016, p. 9; Consejo de Derechos Humanos, 
39º periodo de sesiones, “Resolución aprobada por el Consejo de Derechos Humanos el 27 de 
septiembre de 2018, Promoción y protección de los derechos humanos en la República Boliva-
riana de Venezuela”, A/HRC/RES/39/1. https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/
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a los presuntos máximos responsables. En este sentido, como jurisdicción 
preferente ha demostrado ser ineficaz por no llevar a cabo los debidos enjui-
ciamientos, tanto por razones técnicas jurídicas, o por falta de voluntad. Esta 
situación parece sugerir que se están sustrayendo a los altos agentes civiles y 
militares de su RPI y que, al no levantarles la inmunidad de jurisdicción pe-
nal, por una parte, y frente a la inexistencia de excepciones a la norma, por 
la otra —cuando se trata de graves violaciones de normas ius cogens—, se 
interpreta como un obstáculo para atribuirles responsabilidad en tribunales 
venezolanos y en los nacionales. Ahora bien, el estudio de las inmunidades si-
gue siendo un asunto espinoso que debe realizarse con reserva, dado el cons-
tante debate entre el respeto a la soberanía estatal y la acuciante necesidad 
de proteger bienes jurídicos de la CI.12 La práctica, en muchos casos, puede 
resultar insatisfactoria para las víctimas por el reprochable alcance de la nor-
ma que ampara a los agentes estatales, frente a la necesaria evolución de las 
excepciones a la inmunidad penal para poder exigir responsabilidad penal 
internacional.

Este trabajo tiene por objeto, en primer lugar, examinar en el estado ac-
tual del marco normativo venezolano si la figura del antejuicio de mérito, 
contenida en el artículo 266 de la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela de 1999 (CRBV99), podría interpretarse —o no— como una 
posible excepción a la inmunidad penal de los agentes del Estado en caso de 
comisión de crímenes internacionales; si el artículo 377 del Código Orgánico 
Procesal Penal (COPP) podría constituir una excepción —o no— a esta nor-
ma. En segundo lugar, frente a la falta de “[...] investigación y enjuiciamiento 

GEN/G18/293/66/PDF/G1829366.pdf?OpenElement; Consejo de Derechos Humanos 41º 
período de sesiones, “Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos sobre la situación de los derechos humanos en la República Bolivariana de Venezuela”, 
A/HR/41/18, 4 de julio de 2019. https://www.ohchr.org/EN/HRBodies/HRC/Regular-
Sessions/Session41/Documents/A_HRC_41_18_SP.docx; Consejo de Derechos Humanos, 
42º periodo de sesiones, “Situación de los derechos humanos en la República Bolivariana de 
Venezuela”, A/HRC/42/L.4/Rev.1. https://documents-dds-y.un.org/doc/UNDOC/LTD/
G19/284/24/PDF/G1928424.pdf?OpenElement; ACNUDH, “El Consejo de Derechos Hu-
manos establece una misión internacional para Venezuela”, 27 de septiembre de 2019. https://
acnudh.org/consejo-de-derechos-humanos-establece-mision-internacional-para-venezuela/; 
Cfr. Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, sentencia de fondo de 29 de julio de 1988, 
párr. 173.

12   Cfr. Dupuy, Pierre-Marie, “Crímes et immunités, ou dans quelle mesure la nature des pre-
miers empêche l exercise des secondes”, RGDIP, vol. 103, núm. 2, 1999, pp. 292 y 293.
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de los crímenes internacionales de primer grado [...]”13 en Venezuela como 
jurisdicción doméstica, y a la imposibilidad de activar la jurisdicción universal 
en los tribunales españoles, tras la reforma del artículo 23.4 de la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial, se examina el ejercicio de la jurisdicción universal en 
Argentina a la luz de la investigación iniciada en 2023 contra el jefe de Estado 
de Venezuela y otros altos agentes.

En tercer lugar, se concluye con unos comentarios sobre el ejercicio de la 
jurisdicción universal como mecanismo eficaz para castigar a los presuntos 
responsables de los crímenes internacionales, y para evitar la impunidad en 
un foro distinto al lugar donde se perpetraron. Por último, se plantean algu-
nas propuestas de lege ferenda de la doctrina especializada, para resolver las 
cuestiones jurídicas que nos ocupan en el presente estudio.

En el primer apartado, se analizan las cuestiones generales sobre la nor-
ma de inmunidad de jurisdicción penal del jefe de Estado y de los máximos 
agentes estatales, su alcance y límites para juzgar crímenes internacionales en 
sede nacional y en tribuales extranjeros; luego, se estudia la figura del antejui-
cio de Mérito del artículo 266 de la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela de 1999 y el artículo 377 del Código Orgánico Procesal Penal 
Venezuela. En el segundo apartado, se analiza  el incumplimiento del Estado 
venezolano de la obligación de investigar, juzgar y castigar a los presuntos res-
ponsables de crímenes internacionales. En el tercero, se estudia el principio 
de jurisdicción en materia penal. En el cuarto apartado se expone la imposi-
bilidad de juzgar los crímenes de lesa humanidad perpetrados en Venezuela en 
los tribunales españoles, tras la reforma del artículo 23.4 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial. En el quinto apartado, se plantea como posible solución la 
activación de la justicia universal en tribunales argentinos, a la luz de la inves-
tigación iniciada en 2023 contra el jefe de Estado de Venezuela. Por último, 
se concluye con unos comentarios finales sobre el ejercicio de la jurisdicción 
universal como mecanismo eficaz para castigar a los presuntos responsables 
de los crímenes internacionales, y para evitar la impunidad en un foro distin-
to al lugar donde se perpetraron. Además, se plantean algunas propuestas de 
lege ferenda de la doctrina especializada para resolver las cuestiones jurídicas 
que nos ocupan en el presente estudio.

13   Ollé, Manuel, Crimen internacional y jurisdicción penal nacional: de la justicia universal a la 
jurisdicción penal interestatal, Thomson Reuters; Aranzadi, 2019, p. 156.
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II. Cuestiones generales sobre la inmunidad de jurisdicción 
penal del jefe de Estado y altos agentes estatales. Alcance 

y límites sobre el ejercicio de la jurisdicción universal

No cabe duda sobre los obstáculos que enfrentan los tribunales nacionales 
para ejercer la jurisdicción universal cuando el acusado por la comisión de 
crímenes internacionales es el jefe de Estado o altos agentes civiles y milita-
res. La inmunidad penal del jefe de Estado, si bien lo protege de ser proce-
sado en tribunales extranjeros por actos llevados a cabo durante el ejercicio 
de sus funciones, también plantea un intenso debate, en la doctrina y en la 
práctica internacional, sobre si esta norma debiera amparar crímenes inter-
nacionales como los que nos ocupan en el presente estudio. Precisamente, el 
cumplimiento de funciones estatales no puede representar un obstáculo para 
enjuiciar a un jefe de Estado por violación grave de normas ius cogens, por lo 
que cabe preguntarse si debiera reconocérsele la inmunidad jurisdiccional 
cuando haya cesado en sus funciones, ya que su cargo no le faculta para co-
meter crímenes internacionales.14 En relación con esta norma, parecería sub-
sistir “[...] lagunas importantes en la cuestión de las inmunidades (en general, 
no sólo de los jefes de Estado) lo que ha provocado una intensa actividad de 
la CDI en los últimos años sobre la cuestión”.15 Además, el debate sobre el al-
cance de las inmunidades penales no se centra solamente en el jefe de Estado, 
sino que también se ha extendido sobre otros agentes estatales, pero surge la 
interrogante ¿sobre cuáles funcionarios?

Para arrojar luz sobre esta última cuestión, la Relatora Especial de la Co-
misión de Derecho Internacional (CDI) sobre la inmunidad de jurisdicción 
penal extranjera de los funcionarios del Estado, señaló que

[...] la existencia de dos diferentes categorías de personas que actúan por cuenta 
del Estado y cuyas funciones responden a una naturaleza diferente. En este sentido, 
baste con recordar que la inclusión del término “gobernantes” dio lugar a un intenso 
e interesante debate en la Sexta Comisión en 1948, que puso de manifiesto cómo, 
para la mayoría de los Estados, el término “gobernante” y el término “funcionario” 

14   Como lo plantea Cervell “¿Puede considerarse un genocidio, un crimen de guerra, un 
crimen contra la humanidad, una tortura, funciones propias de un jefe de Estado?”. Cervell, 
María, Genocidio, responsabilidad internacional e inmunidad de los jefes de Estado, Madrid, Iustel, 2013, 
p. 172.

15   Ibidem, p. 158.
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no son intercambiables. No obstante, subrayó que en el marco normativo interno 
venezolano la distinción entre ambas nociones [...] solo Venezuela señaló que en ese 
país los gobernantes son todos considerados como funcionarios. Sin embargo, añadió 
que dado que ese no era el caso en otros Estados no se oponía a mantener el término 
“gobernantes”.16

La relatora volvió a referirse, en su informe de 2020, sobre el alcance de la 
definición del “[...] concepto de funcionario” el cual, según la CDI, “se entien-
de [como] [...] un individuo que representa al Estado o que ejerce funciones 
estatales. Esta definición incluye a las figuras tradicionales de la denominada 
troika (Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y Ministro de Asuntos Exteriores) 
como al resto de funcionarios del Estado”.17 Asimismo, subrayó que esta no-
ción de funcionario es pertinente tenerla en consideración “[...] a los efectos 
de establecer dos diferentes categorías de inmunidad (ratione personae y ratione 
materiae)”.18 Una vez aclaradas estas cuestiones jurídicas, se centró en identifi-
car las excepciones a tales inmunidades y afirmó que las mismas “[...] se apli-
can únicamente a la inmunidad ratione materiae [...] se limitan a los siguientes 
crímenes de derecho internacional [...] crímenes de lesa humanidad [...] tor-
tura y desapariciones forzadas [...]”.19

Contrario sensu, la Corte Internacional de Justicia (CIJ) parece haber admi-
tido la inexistencia de excepciones a la norma, incluso si se demuestra que 
el acusado ha cometido crímenes internacionales,20 y no aclaró el alcance de 
esta inmunidad en tanto en cuanto dio a “[...] entender que la persecución 
de los antiguos dirigentes políticos del Estado por tribunales extranjeros sólo 

16   Comisión de Derecho Internacional, “Tercer informe sobre la inmunidad de jurisdicción 
penal extranjera de los funcionarios del Estado Preparado por Concepción Escobar Hernández, 
Relatora Especial”, A/CN.4/673, 2 de junio de 2014, párr. 80, p. 31, nota 139.

17   “Diálogo informal entre la CDI y la Sexta Comisión de la Asamblea General (28 de oc-
tubre de 2020), Inmunidad de Jurisdicción Penal Extranjera de los Funcionarios del Estado”, 
Presentación de la Relatora Especial, Concepción Escobar Hernández.

18   Idem.
19   Idem.
20   Cfr. Carnerero, Rubén, “Un paso atrás en la lucha contra la impunidad; la Sentencia de la 

Corte Internacional de Justicia de 14 de febrero de 2002 en el asunto relativo a la orden de 
arresto de 11 de abril de 200 (República Democrática del Congo c. Bélgica)”, CJI, vol. I, 2004, 
p. 95.
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sería posible por los actos de carácter privado realizados durante el desarrollo 
de sus funciones oficiales, no así por los de carácter público”.21

Otra dificultad en la interpretación de esta norma estriba en determinar 
si, dentro del ejercicio de las funciones del jefe de Estado, las inmunidades 
ratione materiae y ratione personae deben cobijar conductas graves como críme-
nes de lesa humanidad, crímenes de guerra, genocidio y tortura. Es a partir 
del Caso Pinochet cuando se centra el debate sobre la necesidad de establecer 
excepciones inclusive a la inmunidad ratione materiae luego de que un agente 
cese en sus funciones. Así, el Comité de Apelación de la Cámara de los Lores 
británicos decidió, por amplia mayoría, la extradición de Pinochet por tortu-
ra, al basarse en la Convención contra la Tortura, que permitía la denegación 
de la inmunidad dada la incompatibilidad de esta norma con la Convención.22 
De esta manera, el tribunal sostuvo que la inmunidad penal de los altos fun-
cionarios estatales no puede ser absoluta cuando se trata de violaciones graves 
y sistemáticas de las normas imperativas del derecho internacional, porque 
no se corresponden con la naturaleza de los cargos oficiales.23

Ello supone entonces que “[n]o todos los crímenes internacionales cuentan 
con una convención que, como ésta, permita levantar las inmunidades [...] de 

21   Cfr. Urbina, Jorge, “Crímenes de guerra, justicia universal e inmunidades jurisdicciona-
les penales de los órganos del Estado”, Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. 1, núm. 8, 
2008, p. 290. https://doi.org/10.22201/iij.24487872e.2008.8.245

22   Sobre esta situación Lord Browne, planteó una serie de interrogantes respecto a la com-
patibilidad de la función oficial del jefe de Estado con actos que el derecho internacional prohíbe 
como es el caso de los crímenes internacionales. Brown se pregunta “¿Cómo puede tener fines 
para el Derecho Internacional una función oficial que suponga hacer algo que el Derecho Inter-
nacional en sí mismo prohíba y penalice [...]? Si la implementación de un régimen de tortura es 
una función pública que dé lugar a la inmunidad ratione materiae, los resultados producidos son 
extraños [...] Bajo la convención el crimen internacional de tortura sólo puede ser cometido por 
un representante o alguien actuando con capacidad oficial (los agentes oficiales) tendrían todos 
inmunidad [...]. [Por lo tanto] uno de los principales objetivos de la Convención de la Tortura 
—proporcionar un sistema por el cual no hay lugar seguro para los torturadores— se habría 
frustrado”. Regina c. Bow Street Metropolitan Stipendiary Magistrate, ex parte Pinochet Ugarte, No. 
3. http://www.parliament.the-stationery-office.co.uk/pa/Id199899/Idjudgmt/jd9990324/
pino1.htm

23   Sobre esta cuestión reflexiona Cervell al señalar que “[...] algunos lores rompieron una 
lanza a favor de abrir una brecha cuando se trate de crímenes internacionales, basándose precisa-
mente en que no debe ser ésta una de las funciones del Jefe de Estado y sus argumentos se con-
virtieron, sin duda, en la mejor herramienta para defenderlo así”. Cervell, María, op. cit., p.182.
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hecho no encontramos nada similar en la que prohíbe el genocidio”.24 Por lo 
tanto, podríamos inferir que, la inexistencia de más tratados internacionales 
que establezcan claras excepciones a la inmunidad de los altos funcionarios 
estatales por la comisión de crímenes internacionales, podría constituir un 
problema para establecer responsabilidades penales.

Sobre el ámbito jurídico de la inmunidad de jurisdicción penal de los jefes 
de Estado extranjeros, existen pocas normas internacionales25 aplicables al 
respecto, lo cual conlleva que se acuda a las normas consuetudinarias vigentes 
en la materia. Así, según Carnerero la CIJ señaló que no estaba claro el alcan-
ce de los privilegios e inmunidades de las cuales podrían gozar estos agentes 
estatales dado que “tales derechos se derivan de costumbres internacionales 
de larga tradición cuya regulación adolece de la ambigüedad e imprecisión 
propias de las normas no escritas”.26

Llegados a este punto, puede señalarse como un avance en la interpreta-
ción del alcance y límites sobre estas inmunidades, la resolución del Instituto 
de Derecho Internacional (IDI) en 2009 sobre “Inmunidad de jurisdicción del 
Estado y sus agentes en el caso de crímenes internacionales”.27 El IDI llama 
la atención a los Estados en su deber de prevención y castigo de los crímenes 
internacionales, y también les aconseja suspender la inmunidad de estos fun-
cionarios, cuando son acusados de la comisión de crímenes internacionales. 
De igual manera, en 2001 adoptó una resolución en la cual se distinguía entre 

24   Ibidem, p. 184.
25   Por ejemplo, la Convención sobre Misiones Especiales de 1969 establece, en el artículo 

21, que los jefes de gobierno y ministros de relaciones exteriores ostentan privilegios e inmu-
nidades contemplados por el DI, aunque no se hayan precisado cuáles serían. La misma impre-
cisión la presenta la Convención sobre la prevención y el castigo de los delitos contra personas 
internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos de 1973, que impone a los 
Estados parte tipificar penalmente en sus marcos normativos internos los actos que atenten 
contra la integridad física de estas personas. Sin embargo, estas dos convenciones cuentan con 
poco respaldo de los Estados e, inclusive, la falta de vigor en el caso de la primera que hemos 
mencionado.

26   Cfr. Carnerero, Rubén, “Un paso atrás en la lucha contra la impunidad. La sentencia de la 
CIJ de 14 de febrero de 2002 en el “asunto relativo a la orden de arresto de 11 de abril de 2000” 
(República Democrática del Congo c. Bélgica”, en El poder de los jueces y el estado actual del dere-
cho internacional análisis crítico de la jurisprudencia internacional (2000-2007), Universidad del País 
Vasco, 2010, p. 84.

27   Cfr. “Résolution sur l’immunité de juridiction de l’Etat et de ses agents en cas de crimes 
internationaux”, Revue Internationales de Droit Pénal, vol. 75, núms. 3-4, 2004.
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la inmunidad de los jefes de Estado activos e inactivos. En el artículo 13.2,28 
establece que el ex jefe de Estado no será beneficiado con la inmunidad penal, 
civil y administrativa cuando sea inculpado por crímenes del DI cometidos du-
rante el ejercicio de su funciones. Lo anterior sugiere la urgente consolidación 
de excepciones a la inmunidad penal de estos funcionarios, que los ampara 
por conductas perpetradas en el ejercicio de sus funciones como los crímenes 
internacionales,29 así como respecto a otros altos agentes estatales. Para lograr 
este objetivo, es preciso que los Estados adopten las medidas necesarias para 
implementar, en los marcos normativos internos, las disposiciones y obliga-
ciones internacionales suscritas en tratados internacionales que protegen los 
derechos humanos y, además, que cooperen con los tribunales de terceros 
Estados o con los tribunales penales internacionales cuando, en sede nacional, 
sea imposible juzgar a los responsables de tales crímenes.

A continuación, examinaremos en el marco normativo interno venezolano 
el estado actual de la inmunidad penal del presidente venezolano y altos agen-
tes del Estado, y si se admiten —o no— excepciones a la norma, cuando se 
trata de crímenes internacionales como los cometidos en Venezuela.

1. La figura del antejuicio de mérito contenida en el artículo 266 de 
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999: 
una posible excepción —o no— a la inmunidad penal del jefe de 
Estado y de los agentes estatales por crímenes internacionales

En relación con la interrogante que nos planteamos sobre si el antejuicio de 
mérito pudiera constituir un supuesto de excepción a la inmunidad de los 

28   “Les immunités de juridiction et d’exécution du chef d’Etat et de gouvernement en droit 
international (Joe Verhoeven, 13ème commission)”, résolution adoptée. http://www.idi-iil.
org/idiF/navig_chron1993.html

29   Cfr. Hormázabal, Hernán, “La inmunidad del jefe de Estado”, en García, Mercedes y Ló-
pez, Diego (coords.), op. cit., p. 5; Según la Convención de Viena sobre las Misiones Especiales 
de 1969 se refiere a la inmunidad de los jefes de Estado (art. 21.1) “El Jefe de Estado que envía, 
cuando encabece una misión especial, gozará en el Estado receptor o en un tercer Estado de las 
facilidades y de los privilegios e inmunidades reconocidas por el derecho internacional  los Jefes 
de Estado en visita oficial”. Cfr. Convención sobre las Misiones Especiales, firmada en Nueva 
York el 8 de diciembre de 1969. Instrumento de adhesión de España publicado en BOE núm. 
159, 4 de julio de 2001.

https://doi.org/10.22201/iij.24487872e.2026.26.19803
https://creativecommons.org/licenses/by-nc/4.0/
http://www.idi-iil.org/idiF/navig_chron1993.html
http://www.idi-iil.org/idiF/navig_chron1993.html


13 de 55

Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. 26, núm. 26, 2026, e19803
Soranib Nathali Hernández de Deffendini / Simón Pedro Deffendini Silva
Las inmunidades de jurisdicción penal de agentes estatales y la justicia universal. Su aplicación al caso sobre Venezuela

e-ISSN 2448-7872
DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24487872e.2026.26.19803
Esta obra está bajo una Licencia Creative Commons Reconocimiento-NoComercial 4.0 Internacional

altos agentes del Estado venezolano, es necesario subrayar que esta figura 
contenida en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 
1999 se refiere a privilegios procesales para el enjuiciamiento de altos fun-
cionarios30 del Estado, implicados en delitos comunes. El antejuicio de mé-
rito debe ejercerse ante el Tribunal Supremo de Justicia (TSJ), órgano que 
decide si procede —o no— el encausamiento. Según el artículo 26631 de la 
CRBV199, el antejuicio consiste en un análisis preliminar que hace el Tribu-
nal en Sala Plena, que establece si existen méritos para continuar un juicio 
penal contra determinados altos funcionarios estatales. Al respecto, Brewer-
Carías sostiene que

El artículo 266.3 de la Constitución establece un privilegio a favor de altos funcio-
narios públicos, en el sentido de que para poder ser enjuiciados se requiere que pre-
viamente se declare, por el Tribunal Supremo de Justicia, si hay o no méritos para tal 
enjuiciamiento. Se trata del denominado antejuicio de mérito, siendo atribución del 
Tribunal Supremo.32

30   Hernández, Soranib, “Análisis del criterio de complementariedad en la Situación Venezue-
la I: de la compatibilidad entre los parámetros de la Fiscalía de la Corte Penal Internacional, el 
Estatuto de Roma, y los derechos humanos en la Situación Venezuela I”, en Rodríguez, Víctor, Pas-
tor, Antonio,Betancourt, Milagros, Imbroda, Jesús, Hernández, Soranib y Moya, Thairi (auts.), La 
Corte Penal Internacional y las situaciones sobre Venezuela, Editorial Jurídica Venezolana; Editorial UPC, 
Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas, Editorial Jurídica Venezolana, 2021/2022, pp. 33-44.

31   Artículo 266. “Son atribuciones del Tribunal Supremo de Justicia: 2. Declarar si hay o no 
mérito para el enjuiciamiento del Presidente o Presidenta de la República o quien haga sus ve-
ces y, en caso afirmativo, continuar conociendo de la causa previa autorización de la Asamblea 
Nacional, hasta sentencia definitiva. 3. Declarar si hay o no mérito para el enjuiciamiento del 
Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva, de los o las integrantes de la Asamblea Na-
cional o del propio Tribunal Supremo de Justicia, de los Ministros o Ministras, del Procurador 
o Procuradora General, del Fiscal o la Fiscal General, del Contralor o Contralora General de la 
República, del Defensor o Defensora del Pueblo, los Gobernadores o Gobernadoras, oficiales, 
generales y almirantes de la Fuerza Armada Nacional y de los jefes o jefas de misiones diplo-
máticas de la República y, en caso afirmativo, remitir los autos al Fiscal o la Fiscal General de la 
República o a quien haga sus veces, si fuere el caso; y si el delito fuere común, continuará cono-
ciendo de la causa hasta la sentencia definitiva”.

32   Brewer-Carías, Allan, “La ilegítima mutación de la Constitución hecha por el juez consti-
tucional en materia de antejuicios de mérito de altos funcionarios del Estado”, Revista de Derecho 
Público, núm. 116, julio-septiembre de 2008, pp. 261-266. https://allanbrewercarias.com/wp-
content/uploads/2009/10/II-4-612-La-Ileg%C3%ADmita-mutación-constitucional-en-mate-
ria-de-antejuicio-de-méritos..doc.pdf
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El autor subraya que esta figura se aplicaría en supuestos de comisión de delitos 
comunes o políticos, y no por crímenes internacionales33 como los que nos ocupan, 
y explica que el procedimiento se inicia

[...] en los casos en los cuales el Tribunal Supremo declare que hay méritos para 
enjuiciar a altos funcionarios indicados (distintos al Presidente de la República), si 
se trata de delitos comunes es el Tribunal Supremo el que debe conocer de la causa 
hasta sentencia definitiva; lo que significa que respecto de otros delitos, incluidos los 
políticos, los autos se deben remitir al Fiscal General de la República para que este 
siga el proceso ante la jurisdicción ordinaria.34

Los funcionarios que gozan de dichos privilegios son —nos referimos sola-
mente a los agentes objeto de interés en el presente estudio—: a) el presidente 
de la República, una vez que la Sala Plena del TSJ haya declarado la existencia de 
méritos para enjuiciarlo, posee el privilegio adicional de la autorización de la 
Asamblea Nacional (AN) para su procesamiento; b) el vicepresidente ejecu-
tivo; c) los ministros; d) el defensor de pueblo, y e) los oficiales, generales y 
almirantes de la Fuerza Armada Nacional (FAN). Sobre los privilegios proce-
sales del antejuicio de mérito, como requisito previo al procesamiento, cabe 
preguntarse si este puede interpretarse como un beneficio que conllevaría a 
la impunidad de estos altos funcionarios de Estado imputados por crímenes 
de lesa humanidad. Lo anterior parece sugerir que se trata de obstáculos en 
la jurisdicción penal que sustraerían a los superiores civiles y militares de la 
atribución de responsabilidad penal aplicable por la comisión de graves crí-
menes de lesa humanidad, que lesionan bienes jurídicos de la comunidad in-
ternacional en su conjunto. 

Ahora bien, sostenemos que el antejuicio de mérito debería aplicarse so-
lamente en los supuestos de procesamiento de delitos comunes, y no cuando 
los agentes son acusados de graves crímenes de lesa humanidad. Frente a este 
escenario, parecería que el marco normativo venezolano debería adoptar las 

33   Sobre la interrogante ¿por cuáles delitos sería posible acusar al presidente de Venezuela? 
Nos encontramos con una explicación genérica sobre responsabilidad individual, pero no se 
manifiesta teleológicamente por cuáles delitos se puede atribuir responsabilidad a los agentes 
estatales. De esta manera, el artículo 139 de la Constitución vigente señala textualmente que “[e]
l ejercicio del Poder Público acarrea responsabilidad individual por abuso o desviación de poder 
o por violación de esta Constitución o de la ley”.

34   Idem.
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reformas legislativas necesarias para cubrir esta aparente laguna jurídica sobre 
la inmunidad penal de altos agentes, y posibles excepciones a la norma por 
crímenes internacionales.

2. El artículo 377 del Código Orgánico Procesal Penal de Venezuela. 
Una posible excepción —o no— a la inmunidad penal del 
Jefe de Estado y de los agentes estatales venezolanos 

En relación concreta con el posible enjuiciamiento del presidente de la Repú-
blica, el artículo 266.2 de la CRBV1999, en concordancia con el artículo 377 
del COPP, establece que, para juzgar al jefe de Estado, se requiere la previa 
querella del Fiscal General de la República. En nuestra opinión, aun cuando la 
actuación del fiscal está prevista en el artículo 377 del COPP, esta ampliación 
de los requisitos para procesar al presidente de Venezuela dificulta la persecu-
ción de los crímenes internacionales, establecida en el artículo 29 de la Cons-
titución venezolana, según la cual “las violaciones de derechos humanos y los 
delitos de lesa humanidad serán investigados y juzgados por los tribunales 
ordinarios”. Recuérdese el proceso: el fiscal debe presentar una querella ante 
el TSJ; la Sala Plena del Tribunal decide si procede —o no el— antejuicio de 
mérito. Luego, una vez que la Sala haya decidido que hay méritos, finalmente, 
la AN debe autorizar el enjuiciamiento del presidente de la República.

En efecto, en marzo de 2018, la fiscal general de la República en el exilio 
presentó la querella35 para realizar un antejuicio de mérito contra el presiden-
te de Venezuela ante el TSJ en el exilio.36 Este Tribunal admitió la querella, al 
reconocer la existencia de méritos para el antejuicio del jefe de Estado vene-
zolano y procedió a enviar una comunicación37 de solicitud de antejuicio a la 
AN de Venezuela para que esta autorice el procesamiento contra el presidente 

35   “TSJ en el exilio admitió querella en contra de Maduro por caso Odebrecht”, 
El Nacional, 6 de marzo de 2018. http://www.el-nacional.com/noticias/mundo/
tsj-exilio-admitio-querella-contra-maduro-por-caso-odebrecht_225806

36   Tribunal Supremo de Justicia que fue nombrado por la actual Asamblea Nacional de Vene-
zuela. Este Tribunal cuenta con el reconocimiento de la OEA y del Parlamento Europeo.

37   “El Tribunal en el exilio condena a más de 18 años de cárcel a Maduro por corrup-
ción”, Diario ABC Internacional, 16 de agosto de 2018. https://www.abc.es/internacional/
abci-tribunal-exilio-condena-mas-18-anos-carcel-maduro-corrupcion-201808161115_noticia.
html?ref=https%3A%2F%2Fwww.google.com%2F
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y emita una sentencia definitiva. La AN aprobó, en abril de 2018, el antejuicio 
de mérito;38 sin embargo, cabe destacar que los cargos imputados son por la 
comisión de los delitos de “corrupción propia” y “legitimación de capitales”, 
previstos en el artículo 64 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley con-
tra la Corrupción, y en el artículo 35 de la Ley contra la Delincuencia Orga-
nizada; en consecuencia, no está contemplado enjuiciar y castigar al jefe de 
Estado por autoría o participación en crímenes de lesa humanidad.

No obstante, contra esta acción de la fiscal, se introdujo una solicitud de 
antejuicio de mérito ante el TSJ, la Sala Plena —Tribunal que opera efectiva-
mente  en Venezuela— en sentencia núm. 43 del 27 de junio de 2017, “[...] 
por la presunta comisión de las faltas graves en el ejercicio de su cargo, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 279 de la Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela, en concordancia con lo previsto en los nume-
rales 4, 5, 8 y 9 del artículo 22 de la Ley Orgánica del Poder Ciudadano y 23 
numerales 2 y 3 de la Ley Orgánica del Ministerio Público [..]” y se justificó 
dicho antejuicio contra la Fiscal porque

[...] ha devenido en atacar las competencias del Presidente de la República Boli-
variana de Venezuela, N.M.M., quien el (sic) uso de sus facultades y atribuciones 
constitucionales ha convocado a una Asamblea Nacional Constituyente, por lo que 
manifiestamente la Representante del Ministerio Público ha solicitado la nulidad 
de dicho acto, acudiendo así a las instancias judiciales para anular el decreto presi-
dencial de convocatoria de la Asamblea Nacional Constituyente y el aval a las bases 
comiciales presentadas por el Presidente de la República y autorizadas por el Poder 
Electoral [...].39

El TSJ decidió admitir la solicitud de antejuicio de mérito en contra de la 
fiscal, por lo que esta actuación del Poder Judicial venezolano pareciera suge-
rir que es inadmisible tramitar ningún procedimiento contra altos agentes es-
tatales por la perpetración de graves crímenes internacionales”.40 Ahora bien, 

38   “AN aprobó antejuicio de mérito en contra de Maduro”, Diario El Nacional, 17 de abril 
de 2018. http://www.el-nacional.com/noticias/politica/aprobo-antejuicio-merito-contra- 
maduro_231312

39   Tribunal Supremo de Justicia, Sentencia No. 43 de Tribunal Supremo de Justicia, Sala Ple-
na, 27 de junio de 2017. https://vlexvenezuela.com/vid/sentencia-n-43-tribunal-825475461

40   Sin embargo, hubo algunos votos disidentes en torno al antejuicio de mérito en contra de 
la fiscal al considerar que los argumentos presentados eran una acumulación indebida de preten-
siones y que por ello “[...] debió ser declarada inadmisible [...]”. Idem. 
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respecto de esta cuestión que nos ocupa, existe información muy limitada41 
sobre la inmunidad de los altos agentes estatales y posibles excepciones por 
perpetración de crímenes internacionales señalados supra. En cambio, la Sala 
Plena del TSJ sí se ha referido sobre el “[a]ntejuicio de mérito e inmunidad 
parlamentaria”, lo que parecería sugerir que solamente se podría levantar las 
inmunidades de los parlamentarios en supuestos de “[...] detención o proce-
samiento o imputación [...]” y que solamente “[...] su procesamiento puede 
instaurarse cuando previamente se ha realizado una tramitación que tiene 
como único objeto autorizar que se forme causa en su contra [...]”:

La inmunidad o fuero parlamentario, que no es sino un obstáculo procesal a la deten-
ción o procesamiento o imputación de determinadas personas, tal como lo estableció 
el legislador, en este caso referido a quien ejerce la función parlamentaria impone la 
consagración de beneficios que colocan al representante popular en situación privile-
giada al comparársela a la de cualquier ciudadano. Ahora bien, estos privilegios no le 
son concedidos al parlamentario a título personal, sino que los poseen en cuanto son 
miembros de los cuerpos legisladores, en representación de la voluntad popular, y su 
fundamento no sólo va dirigido a la protección de la función, sino que su inviolabili-
dad existe en razón de la protección del interés del Estado, su institucionalidad y en 
beneficio de la colectividad y no de la persona en particular, por lo que la inmunidad 

41   Sobre las inadmisiones del antejuicio de mérito solamente hemos logrado tener acceso en 
la Internet a casos relacionados con delitos de peculado, corrupción, “presuntos delitos previstos 
y sancionados en el Código Orgánico de Justicia Militar”, “[...] presunta comisión de los delitos 
previstos y sancionados en [...] Código Penal [...] delitos electorales”, “[...] delitos graves y con-
tinuados que atentan contra [...] Ley Contra la Delincuencia Organizada [...] y Financiamiento 
al Terrorismo, la Ley Corrupción [...] delitos de naturaleza militar [...]”, “[...] presunta comisión 
del delito de Conspiración para cambiar la forma republicana que se ha dado a la nación, pre-
visto en el artículo 132 del Código Penal”, no así por crímenes internacionales. Véase Tribunal 
Supremo de Justicia, Secretaría de la Sala Plena, Decisión Caso Lucas Rincón Romero, 15 de octu-
bre de 2002. http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/tplen/octubre/02-000044.HTM; Tribu-
nal Supremo de Justicia, Secretaría de la Sala Plena, Decisión Caso Julián Isaías Rodríguez Díaz. 
http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/tplen/febrero/ANTEJUICIO DE MÉRITO N° AA10-
L-2002-000049.HTM; Tribunal Supremo de Justicia, Sala Plena, Sobreseimiento de la Causa 
Caso Fiscal General de la República Bolivariana de Venezuela contra Juan José Mendoza Jover; 
Arcadio Delgado Rosales; Carmen Zuleta de Merchán; Calixto Antonio Ortega Ríos; Luis Fer-
nando Damiani Bustillos, Lourdes Benicia Suárez Anderson, Magistrados y Magistradas Princi-
pales de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, así como los Doctores Federico 
Sebastian Fuenmayor Gallo y René Alberto Degraves Almarza, Magistrados Suplentes de la Sala 
Constitucional de este Alto Tribunal. https://www.civilisac.org/civilis/wp-content/uploads/
Sentencia-45-Sala-Plena-28-6-17-Antejuicio-de-mérito-Fiscal-General-de-la-Republica.pdf
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de proceder en contra de la persona del parlamentario, no significa impunidad pe-
nal, quedando así sometido a la misma ley sustantiva penal que los demás habitantes, 
sólo que su procesamiento puede instaurarse cuando previamente se ha realizado una 
tramitación que tiene como único objeto autorizar que se forme causa en su contra, 
aplicándosele en su integridad, de ser procedente, el ordenamiento jurídico que en-
cuadra la actividad de todos los demás componentes de la sociedad, y deberán res-
ponder de todos los actos realizados en razón de que detentar un cargo de elección 
popular no significa situarse en una posición que separe y aísle al titular del resto. Así 
pues, estima este Tribunal Supremo de Justicia en Pleno que tanto la inmunidad, y su 
necesario trámite de realizar el antejuicio de mérito, como mecanismo adjetivo de 
protección respecto de aquellos funcionarios que a los efectos señala el texto cons-
titucional, constituyen sin lugar a dudas excepciones al principio de igualdad frente 
a la ley y que sólo se justifican y surten sus efectos debido a la naturaleza de la fun-
ción desplegada durante el tiempo que ejerzan los aludidos cargos. Así se declara.42

Finalmente, ante esta laguna en torno al alcance y límites de la norma so-
bre inmunidad penal de los altos agentes del Estado, específicamente sobre 
los jefes de Estado, cabría preguntarse si la invocación de dicha norma po-
dría constituir —o no— un abuso de derecho. En el caso sobre Venezuela, 
parecería que sí, dado que no se advierten, en el marco normativo interno, 
normas claras que delimiten su naturaleza jurídica cuando se trate de la per-
petración de graves crímenes internacionales. Por lo tanto, invocar la inmu-
nidad de un jefe de Estado ante este supuesto sería reprochable, porque “los 

42   Tribunal Supremo de Justicia, Sala Plena, Asunto Necesidad de antejuicio de mérito en 
los casos de inmunidad parlamentaria, sentencia del 31 de mayo de 2000, No. 68. http://www.
grupoveritaslex.com/blog/antejuicio-de-mrito-e-inmunidad-parlamentaria-720. Véase, asimis-
mo, las cuestiones sobre los límites y alcances de la inmunidad parlamentaria frente a la figura 
del antejuicio de mérito ante este tribunal: Tribunal Supremo de Justicia, Sala Plena, Asunto Car-
gos amparados por el privilegio. Supuesto en que no procede continuar con la tramitación (1) 
(2), sentencia del 31 de mayo del 2000, No. 67; Tribunal Supremo de Justicia, Sala Plena, Asun-
to competencia en materia de antejuicio, sentencia del 11 de mayo del 2000, No. 64. http://
historico.tsj.gob.ve/jurisprudencia/jurisprudencia_resultado.asp?T=374&NT=Antejuicio%20
de%20M%E9rito&NM=Derecho%20Constitucional; Tribunal Supremo de Justicia, Sala Ple-
na, Asunto supuesto en que no procede continuar con la tramitación del antejuicio de mérito, 
sentencia del 11 de mayo del 2000, No. 62. http://historico.tsj.gob.ve/jurisprudencia/juris-
prudencia_resultado.asp?T=374&NT=Antejuicio%20de%20M%E9rito&NM=Derecho%20
Constitucional; Tribunal Supremo de Justicia, Sala Plena, Asunto aplicación extensiva del pri-
vilegio del antejuicio de mérito, sentencia del 11 de mayo del 2000, No. 61. http://historico.
tsj.gob.ve/jurisprudencia/jurisprudencia_resultado.asp?T=374&NT=Antejuicio%20de%20
M%E9rito&NM=Derecho%20Constitucional
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crímenes internacionales no pueden ser considerados de ningún modo por 
el Derecho internacional como incluidos en el ejercicio de las funciones de 
un jefe de Estado. Sería inconsistente con su persecución declarar inmunes a 
quienes los ordenaron”.43

III. Principio de territorialidad. El incumplimiento del Estado 
venezolano de la obligación de investigar, juzgar, y castigar 
a los presuntos responsables de crímenes internacionales

Tal como sostiene Bollo “[...] el principio de territorialidad constituye [...] 
pieza clave en la represión de [...] conductas criminales [...] porque no cabe 
ninguna duda [...] que [...] son los tribunales del lugar en el que se cometió 
[...] delito los que se encuentran en [...] mejor situación para depurar res-
ponsabilidades [...]”.44 En el caso que nos ocupa, los crímenes perpetrados 
deberían ser juzgados en sede nacional, ya que tanto los presuntos máximos 
responsables como las víctimas residen en Venezuela y son nacionales, lo que, 
en términos del locus delicti, establece como el vínculo natural de la jurisdic-
ción penal.45 Sin embargo, parecería que no es posible aplicar el principio de 
territorialidad para reprimir las conductas criminales en tribunales venezo-
lanos y establecer las responsabilidades de los superiores civiles y militares, 
tras haberse demostrado —en los informes de los mecanismos señalados su-
pra—, por una parte, las dificultades técnico-jurídicas y, por otra, la falta de 
voluntad para investigar, perseguir y enjuiciar al jefe de Estado venezolano y 
los altos agentes estatales.

En relación con lo primero, dado que los crímenes internacionales no es-
tán tipificados en el marco normativo venezolano conforme al derecho in-
ternacional46 general, y que esta “ [...] deficiencia en la tipificación interna de 

43   Sánchez, Ángel, “El papel del juez nacional en la represión de los crímenes internacionales, 
jurisdicción universal y problemas conexos”, en Torrecuadrada, Soledad, Izquierdo, Cristina, 
Espósito, Carlos y Díez-Hochleitner, Javier, (eds.), Principios y justicia en el derecho internacional 
libro homenaje al profesor Antonio Remiro Brotóns, Dykinson, p. 327.

44   Bollo, María, Derecho internacional penal. Estudio de los crímenes internacionales y de las técnicas 
para su represión, Universidad del País Vasco, 2004, p. 347.

45   Remiro, Antonio, El caso Pinochet. Los límites de la impunidad, Madrid, Biblioteca Nueva, 1999, 
p. 47.

46   Ollé, Manuel, op. cit., p. 158.
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los tipos penales [...]” incidiría en la imposición de castigos que no guardan 
relación con la gravedad de los crímenes cometidos. No obstante, tal cues-
tión jurídica pudiera ser superada “[...] mediante interpretaciones amplias de 
tipos internos [...] sin menoscabo de las exigencias derivadas de la configu-
ración internacional del nullum crimen”.47 En cuanto a lo segundo, la falta de 
tipificación interna “[...] no excluye que los Tribunales nacionales ejerzan su 
jurisdicción respecto de determinadas conductas sobre la base de otros prin-
cipios distintos”,48 porque se puede “[...] recurrir al Derecho internacional 
general [...] para asociar a tipos meramente internos[...] [las] [...] consecuen-
cias vinculadas por dicho ordenamiento a crímenes internacionales [...]”. En 
definitiva, la perpetración de crímenes internacionales facultan a los tribuna-
les nacionales para ejercer la jurisdicción universal.49

Considerando esto, pese a que el Estado no ha actuado “[...] no puede pre-
tender ni imponer, si no actúa, es que los demás incumplan la obligación o 
renuncien al derecho que el Derecho internacional les reconoce para suplir 
la denegación de justicia en la que ha incurrido”.50 Esta cuestión jurídica es 
especialmente aplicable en la situación venezolana, en tanto que el Estado pa-
recería haber promovido y consentido, a través de su EOP,51 la perpetración 
de crímenes internacionales.52 Además, al no investigar o sancionar a los pre-
suntos responsables, entonces los Estados de la CI pueden ejercer la compe-
tencia extraterritorial universal53 sobre tales crímenes.

47   Sánchez, Ángel, “El papel del juez nacional en la represión de los crímenes internacionales, 
jurisdicción universal y problemas conexos”, cit., pp. 327 y 328.

48   Bollo, María, Derecho internacional penal. Estudio de los crímenes internacionales y de las técnicas 
para su represión, cit., p. 347.

49   Sánchez, Ángel, “El papel del juez nacional en la represión de los crímenes internacionales, 
jurisdicción universal y problemas conexos”, cit., p. 329.

50   Bollo, María, Derecho internacional penal. Estudio de los crímenes internacionales y de las técnicas 
para su represión, cit., p. 374.

51   Cfr. Gil, Alicia y Maculan, Elena, “Qué es el derecho penal internacional”, en Gil, A. y 
Maculan, E. (dirs.), Derecho penal internacional, 2a. ed., Madrid, Dickinson, 2019, pp. 45 y 46.

52   Véase como referencia de esta cuestión que apuntamos, lo constatado por la Comisión In-
ternacional de Investigación para la situación en Sudán del Darfur. Cfr. “Informe de la Comisión 
Internacional de Investigación para Darfur presentado al secretario general en atención a la reso-
lución 1564 (2004) del Consejo de Seguridad, de 18 de septiembre de 2004”, Doc. S/2005/60, 
7 de febrero de 2005, párr. 568, pp. 164 y 165.

53   Cfr. Sánchez, Ángel, Jurisdicción universal y derecho internacional, Valencia, Tirant lo Blanch, 
2004, pp. 142-164.
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Desde esta perspectiva, frente al problema para sustanciar la RPI de los 
agentes estatales en la situación sobre Venezuela, el presente estudio plantea 
que se impulsen las reformas normativas correspondientes para poder esta-
blecer excepciones a la inmunidad penal de estos agentes por la perpetración 
de crímenes internacionales. De esta manera, el Estado, como jurisdicción 
preferente y primaria, cumpliría con la obligación internacional de investigar, 
sancionar y enjuiciar en sede nacional a los responsables de tales crímenes; 
demás, la activación de la jurisdicción universal en materia penal para juzgar a 
los agentes estatales, que hayan  cesado en el ejercicio de sus funciones, o a los 
cuales el Estado venezolano les haya levantado la inmunidad de jurisdicción.54

En tal sentido, a continuación, analizaremos las cuestiones generales sobre 
el principio de jurisdicción universal como vía para reprimir los crímenes in-
ternacionales perpetrados en Venezuela.

IV. El principio de jurisdicción universal en materia 
penal para la represión de crímenes internacionales 

Existe un acuerdo generalizado de que la “[...] competencia de enjuiciamien-
to [por] infracciones internacionales” le corresponde a “[...] los tribunales in-
ternos de los Estados”55 donde se han cometido los crímenes (locus delicti),56 
cuyo título habilitante se basa en el principio de territorialidad.57 Es por ello 
que la justicia universal es subsidiaria, y constituye una suerte de excepción a 
este principio “[...] básico de territorialidad de la ley penal [...]”.58

54   Cfr. Bassiouni, Mohamed, International criminal law, 3a. ed., Leiden, M. Nijhoff Pub, 2008; 
Cfr. Cryer, Robert, Hakan, Friman, Robinson, Darryl, y Wilmshurst, Elizabeth, An introduction 
to international criminal law, 2a. ed., Cambridge, Cambridge University Press, 2011.

55   Bollo, María, Derecho internacional penal. Estudio de los crímenes internacionales y de las técnicas 
para su represión, cit., p. 347.

56   Remiro, Antonio, “Los Crímenes de derecho internacional y su persecución judicial”, en 
Bacigalupo, Enrique (dir.), El derecho penal internacional, Madrid, Consejo General del Poder 
Judicial, 2001, párr. 11.

57   Cfr. García, Mercedes, “El principio de justicia universal”, en García, Mercedes y López, 
Diego (coords.), Crimen internacional y jurisdicción universal. El caso Pinochet, Valencia, Tirant lo 
Blanch, 2000, pp. 63 y ss.

58   Idem.
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La jurisdicción universal59 activa frente a los graves crímenes internaciona-
les de ius cogens60 —que generan obligaciones erga omnes—61 prohibidos por el 
derecho internacional vigente, que amenazan los bienes jurídicos de la CI.62 
Estas obligaciones, según el derecho penal internacional, se refieren: al deber 
de perseguir, investigar y juzgar crímenes internacionales de forma imparcial 
y eficaz en tribunales nacionales (jurisdicción universal) y penales internacio-
nales; de aplicar el principio de juzgar o extraditar; a la imprescriptibilidad63 
de los crímenes internacionales, y a que el cargo acusado es irrelevante64 a los 
efectos del procedimiento.

Ahora bien, es de justicia aclarar que

La jurisdicción universal de los tribunales estatales no es obligatoria en el derecho 
internacional, y debe ser entendida en el marco de los principios generales de exten-
sión extraterritorial de la jurisdicción penal estatal, a saber:

a) la personalidad activa, o nacionalidad del autor del delito cometido en el ex-
tranjero; b) la protección o defensa de los intereses del Estado de crímenes cometi-
dos fuera del territorio nacional; c) la personalidad pasiva o la nacionalidad de la 
víctima del delito cometido en el extranjero; d) la representación, por la que un Es-
tado representa a otro con el que el delito guarda vínculos más estrechos; e) la uni-
versalidad, o la jurisdicción universal, que permite perseguir los delicta iuris gentium 

59   Sobre este principio, Grocio sostuvo que los Estados debían juzgar a los responsables de 
crímenes internacionales, o, en su lugar, extraditarlos a un tercer Estado para enjuiciarlos. Cfr. 
Grotius, Hugo, De Jure Belli ac Pacis, Bk II, Ch. XX, § XL (1624), citado en Amnistía International, 
Universal jurisdiction: the duty of states to enact and implement legislation, septiembre de 2001. http://
www.amnesty.org/en/library/asset/IOR53/002/2001/en/dom-IOR530022001en.pdf 

60   Cfr. Cassese, Antonio, International law, 2a. ed., Nueva York, Oxford University Press, 
2005, p. 199. Las normas ius cogens deben ser aceptadas y reconocidas por los Estados, además 
sus elementos deben ser demostrados, entre otros ejemplos, mediante resoluciones de organi-
zaciones universales como las Naciones Unidas, del Consejo de Seguridad de la ONU y en la 
mayoría de tratados internacionales, tales como los convenios de Ginebra de 1949, la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos, de 1948, y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, de 1966. En el caso que nos ocupa, hay normas ius cogens que prohíben la tortura, los 
crímenes de lesa humanidad, la tortura, la desaparición forzada.

61   Cfr. Bassiouni, Mahmoud, op. cit., pp. 244-246; Cfr. Cassese, Antonio, op. cit., p. 208.
62   Cfr. Olásolo, Héctor y Galán, Pablo, Los desafíos del derecho internacional penal. Atención es-

pecial a los casos de Argentina, Colombia, España, México y Uruguay, Valencia, Tirant lo Blanch, 2018.
63   Cfr. Proyecto de Código de Crímenes contra la Paz y Seguridad de la Humanidad de 1996.
64   Cfr. Ollé, Manuel, “Principios generales”, en Gil, Alicia y Maculan, Elena (dirs.), Derecho 

penal internacional, 2a. ed., Madrid, Dykinson, 2019, pp. 195-207.
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con independencia de la concurrencia de otros criterios porque todos los Estados 
tienen interés en su persecución y enjuiciamiento.65

En este mismo orden de ideas, debe diferenciarse entre la jurisdicción 
universal y el principio aut dedere aut iudicare,66 dado que esta norma no debe 
equipararse con dicho principio,67 que se refiere al “[...] deber de los Estados 
de extraditar o de perseguir a los autores de los crímenes que interesan de 
cualquier manera a las sociedad humana”68 y que, en caso de la denegación 
de una solicitud extradición, el Estado requerido está obligado a juzgar a los 
acusados.69 Dicha obligación está contenida, por ejemplo, en el artículo 7o. 

65   Pastor, Antonio, “La comisión de crímenes de lesa humanidad en el caso de la Situación 
Venezuela I”, en Rodríguez, Víctor; Pastor, Antonio; Betancourt, Milagros; Imbroda, Jesús; Her-
nández, Soranib, y Moya, Thairi (auts.), La Corte Penal Internacional y las situaciones sobre Venezuela, 
Editorial Jurídica Venezolana, Editorial UPC; Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas; Editorial 
Jurídica Venezolana, 2021-2022, pp. 45-71.

66   Recordemos que la regla aut dedere aut judicare está contemplada en numerosos tratados 
internacionales. Por ejemplo, en los artículos 49, 50, 129 y 146 de los Convenios de Ginebra 
I, II, III y IV, respectivamente; en el artículo 7o. del Convenio para la Represión del Apodera-
miento Ilícito de Aeronaves, de 1979; en el artículo 7o. del Convenio para la Represión de Actos 
Ilícitos contra la Seguridad de la Aviación Civil; en el artículo 4.2 del Convenio para la Represión 
del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves, de1970; en el artículo 7o. de la Convención sobre la 
Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los 
Agentes Diplomáticos, de 1973; en el artículo 9o. del Convenio sobre Falsificación de Moneda, de 
1929. Al respecto, podemos afirmar que esto constituye una expresión del deber asumido por los 
Estados parte en la represión de determinadas conductas graves y en la eliminación de la impuni-
dad en el ámbito internacional. Es decir, este principio implica el deber del Estado de juzgar a los 
presuntos responsables de dichos comportamientos o de proceder a su entrega a un tercer Estado.

67   Sobre la concordancia entre la norma aut dedere aut iudicare y el principio de jurisdicción 
universal, véase Enache-Brown, Colleen y Fried, Ari, “Universal crime, jurisdiction and duty: 
the obligationa of aut dedere aut judicare in international law”, McGill LJ, vol. 43, 1998, pp. 613-
633. Para entender que se trata de principios diferentes véase Wolfrum, Rüdiger, “The decen-
tralized prosecution of international offences through National Courts”, en Dinstein, Yoram y 
Tabory, Mala (eds.), Martinus, War crimes in international law, La Haya; Boston; Londres, Nijhoff 
Publishers, 1996, pp. 235 y 236.

68   Bollo, María, Derecho internacional penal. Estudio de los crímenes internacionales y de las técnicas 
para su represión, cit., p. 352.

69   Gil, Alicia, “España”, en Kai, Ambos y Malarino, Ezequiel, (eds.), Persecución penal nacional 
de crímenes internacionales en América Latina y España, Montevideo, Fundación Konrad- Adenauer, 
2003, p. 362. Asimismo, dicha interpretación parece contradictoria a la letra y esencia de la in-
corporación de esta precaución en los diversos tratados internacionales. Así lo sugiere la opinión 
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del Convenio Europeo para la Represión del Terrorismo de 197770 y en al-
gunos tratados internacionales que establecen garantías universales para el 
castigo de los culpables de crímenes internacionales71 en un ámbito “[...] no 
universal”. No obstante, las posibles consecuencias de este sistema conven-
cional es que, de no existir solicitud de extradición “[...] o si se deniega a un 
solicitante cuya competencia no es según el mismo tratado, obligatoria”,72 
entonces el Estado no está obligado a enjuiciar al inculpado. Para solventar 
tal situación, Remiro propone que, en la aplicación e interpretación de estos 
tratados, la norma aut dedere aut iudicare73 origine, como norma general, el iu-
dex aprehensionis del acusado, con la finalidad de que los tribunales nacionales 

de Burgers y Danelius respecto al artículo 5o. de la Convención contra la Tortura. Cfr. Burgers, 
Herman y Danelius, Hans, The United Nations Convention against Torture: a Handbook on the Conven-
tion against Torture and other Cruel, Inhuman or Degrading Treatment or Punishment, pp. 132 y 133. En 
este mismo sentido se pronunció la Comisión de Derecho Internacional, en su comentario al 
artículo 9o. del Proyecto de Código de Crímenes contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad, 
Naciones Unidas, YILC, vol. II, part two, 1996.

70   Según el cual “[e]l Estado Contratante en cuyo territorio se descubra al presunto autor de 
un delito comprendido en el artículo primero y que haya recibido una solicitud de extradición 
en las condiciones mencionadas en el párrafo primero del artículo 6, en el supuesto de que no 
accediese a la extradición del citado individuo, someterá el caso, sin excepción alguna y sin de-
mora injustificada, a sus autoridades competentes para el ejercicio de la correspondiente acción 
penal. Dichas autoridades tomarán la decisión que proceda, en las mismas condiciones que para 
cualquier delito de carácter grave, con arreglo a las leyes del Estado”. BOE, núm. 242, 8 de oc-
tubre de 1980; UNTS, vol. 1137, núm. 17828.

71   Precisamente, el propósito principal de esta norma es imposibilitar la inactividad del Es-
tado que pueda implicar la impunidad de los presuntos criminales presentes en su territorio. 
Esta parece ser la interpretación del Tribunal Supremo de España. Tribunal Supremo de España. 
Tribunal Supremo. Sala de lo Penal. Sentencia número 582/2007. Recurso de Casación núme-
ro 183/2007. Fallo/Acuerdo: sentencia estimatoria. Procedencia: Audiencia Provincial de Las 
Palmas de Gran Canaria, Sección Sexta. Fecha sentencia: 21/06/2007. Ponente Excmo. Sr. D.: 
Juan Saavedra Ruiz (véase en el fundamento de derecho tercero). www.gencat.cat/governacio/
pub/sum/dgrip/RxDH_3_cast.pdf 

72   Remiro, Antonio, “Los crímenes de derecho internacional y su persecución judicial”, cit. 
73   Que, según Servín, constituye una “norma de ius cogens internacional, reflejo de la opinio 

iuris que se ha gestado en diversos instrumentos internacionales [...]”. Cfr. Servín, Christopher, 
“La internacionalización de la responsabilidad penal del individuo frente a la impunidad: el prin-
cipio aut dedere aut iudicare como suplemento de los ordenamientos jurídicos nacionales”, docu-
mento entregado para las ponencias del 30 de enero de 2004 sobre el Congreso Internacional 
de Culturas y Sistemas Jurídicos Comparados, p. 4.
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estén obligados a aplicar esta norma, aunque ello no esté contemplado en los 
tratados correspondientes.

Con todo, “[a] la hora de determinar el momento en el que el principio de 
jurisdicción universal resulta aplicable [...]”74 como jurisdicción subsidiaria, 
debe subrayarse que en “[e]l caso de que las jurisdicciones locales no quieran 
—por falta de voluntad— o no puedan —por falta de capacidad— ejercitar 
esta obligación [...]”75 entonces la justicia universal supera el campo de la so-
beranía estatal.76 De todas maneras, aunque debería demostrarse el vínculo 
entre el Estado facultado para activar la justicia extraterritorial por los crí-
menes internacionales que le atribuyen tal competencia, no obstante, cuando 
se trata de graves transgresiones a los bienes jurídicos de la CI —principio 
de protección de intereses—, entonces la activación de la jurisdicción uni-
versal se justifica con base en el principio de universalidad, por lo que re-
sulta improcedente exigir tales vínculos para poder ejercer la jurisdicción 
extraterritorial.

Cuestión aparte, es dable señalar que en la actualidad no hay una norma 
internacional general que imponga a los Estados integrar obligatoriamente a 
sus sistemas jurídicos internos el principio de jurisdicción universal. Sin em-
bargo, tampoco hay una norma internacional que les impida admitir en sus 
ordenamientos este principio, respecto a los crímenes internacionales contra 
la humanidad “[...] al menos mediando determinadas circunstancias”.77 Sobre 
esta cuestión, podemos advertir que el ejercicio de la jurisdicción universal 
es potestativo en algunos tratados internacionales que estructuran la coope-
ración penal internacional. En varios no existe una mención explícita a este 
principio; en su lugar, se señala que el texto de la Convención no descarta 
ninguna competencia penal ejercida de conformidad con las legislaciones na-
cionales.78 Ejemplo de ello es la Convención para la Represión de Actos Ilíci-

74   Hellman, Jacqueline, El principio de justicia universal en la persecución e investigación de crímenes 
internacionales. Un análisis jurídico comparado, Barcelona, Bosch Editor, 2022, p. 55.

75   Ollé, Manuel, op. cit., p. 156.
76   Cfr. Puttler, Adelheid, “Extraterritorial application of criminal law: jurisdiction to prosecu-

te drug traffic conducted by aliens aborad”, en Meessen, Karl. (coord.), Extraterritorial jurisdiction 
in theory and practice, Kluwer Law International, 1996, p. 110.

77   Remiro, Antonio, “Los crímenes de derecho internacional y su persecución judicial”, cit.
78   Que el principio de jurisdicción universal no se mencione explícitamente, no supone que 

su ejercicio no esté permitido. Cfr. Rabinovitch, Ryan, Universal Jurisdiction in Absentia, Fordham 
Int’l LJ, vol. 28, 2005, p. 506. 
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tos contra la Seguridad de la Aviación Civil de 1971,79 que expresa que “[e]l 
presente Convenio no excluye ninguna jurisdicción penal ejercida de acuerdo 
con las leyes nacionales”. En un sentido similar, se establece en el artículo 7o. 
del Proyecto de las Naciones Unidas para la prevención y castigo de crímenes 
de lesa humanidad.80

Sin embargo, Ollé afirma que la facultad de los Estados para ejercer la ju-
risdicción universal se convierte en obligación cuando se trata de delitos que 
agravian a la CI.81 Esta obligación se refleja en el artículo 5.3 de la Conven-
ción contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradan-
tes, de 1984;82 en el artículo 15.6 de la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional, de 2000,83 y en el artículo 
9.3 de la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas, de 2006.84

Aun así, en algunos instrumentos internacionales se reconoce explícita-
mente que la perpetración de crímenes internacionales como los crímenes 
de guerra, el genocidio, la esclavitud, la piratería y crímenes de lesa huma-

79   BOE, núm. 9, 10 de enero de 1974. http://www.boe.es/boe/dias/1974/01/10/pdfs/
A00551-00553.pdf 

80   Cfr. Asamblea General de Naciones Unidas, “Crímenes de lesa humanidad, texto y título 
del proyecto, preámbulo, los proyectos artículo y el proyecto de anexo aprobados provisional-
mente por el Comité de Redacción en primera lectura”, A/CN.4/L.892, 26 de mayo de 2017.

81   Ollé, Manuel, op. cit., p. 186.
82   BOE, núm. 268, 9 de noviembre de 1987. https://www.boe.es/boe/dias/1987/11/09/

pdfs/A33450-33450.pdf
83   Esta fue adoptada por la AGNU el 15 de noviembre de 2000, mediante la Resolución 

55/25.
84   Convención adoptada por la AGNU el 20 de diciembre de 2006, mediante la Resolución 

61/177. Cfr. Comisión de Derechos Humanos, “Informe del Grupo de Trabajo entre períodos 
de sesiones, de composición abierta, encargado de elaborar un proyecto de Instrumento norma-
tivo jurídicamente vinculante para la protección de todas las personas contra las desapariciones 
forzadas”, Un.Doc. E/CN.4/2003/71, para. 65.
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nidad85  autorizan a los Estados el ejercicio de la jurisdicción universal;86 en 
otros, se facultan a los Estados a ejercer la jurisdicción extraterritorial con-
forme al marco normativo interno, o determinan específicamente vínculos 
de conexión con el Estado requirente.87 Por otra parte, algunos tratados in-
ternacionales contienen la obligación internacional de los Estados de juzgar 
o extraditar88 a los presuntos sospechosos de la perpetración de graves crí-
menes internacionales. Como se ve, pese a que estos últimos convenios in-

85   Según Berdugo, frente a estos crímenes se precisa “una respuesta penal y procesal inme-
diata y fundada en el Derecho internacional, que se diferencia de la que se sigue con carácter 
general por los ordenamientos para proteger intereses cuyo mantenimiento tiene únicamente 
dimensión nacional” Cfr. Berdugo, Ignacio, “Acerca de la internacionalización del derecho penal”, 
en Pérez, Ana (dir.), El principio de justicia universal: fundamentos y límites, Tirant lo Blanch, 2012, 
p. 23; en este mismo sentido, la “Convención de cooperación internacional en la investigación 
y el enjuiciamiento del crimen de genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de 
guerra y otros crímenes internacionales” que, aunque no está vigente por falta de ratificación 
de tres Estados , no obstante es un instrumento internacional negociado por aproximadamente 
setenta Estados que establece el ejercicio facultativo de la justicia universal para juzgar crímenes 
internacionales de primer grado (los más graves), promueve que los crímenes se juzguen en 
sede nacional (mediante la jurisdicción primaria), y en su lugar, de no cumplirse con este prin-
cipio entonces se promueve la cooperación interestatal mediante el deber de juzgar o extraditar. 
https://www.gov.si/assets/ministrstva/MZEZ/projekti/MLA-pobuda/konvencija-dokoncna/
The-Ljubljana-The-Hague-MLA-Convention_espanol.pdf. También se refleja explícitamente en 
la Convención de La Haya para la Protección de los Bienes Culturales en Caso de Conflicto 
Armado, la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar y en la Convención 
Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid.

86   Cfr. Martínez, Abraham, op. cit., p. 194.
87   Por ejemplo, en la Convención internacional contra la toma de rehenes, de 1979; la Con-

vención sobre la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, de 1994; 
la Convención Internacional contra el Reclutamiento, la Utilización, la Financiación y el En-
trenamiento de Mercenarios, de 1989; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, de 1984; el Convenio sobre Infracciones y Ciertos otros 
Actos Cometidos a Bordo de las Aeronaves, de 1963; el Convenio para la Represión del Apode-
ramiento Ilícito de Aeronaves, de 1970; el Convenio para la Represión de Actos Ilícitos contra la 
Seguridad de la Aviación Civil, de 1971; el Protocolo para la Represión de Actos Ilícitos contra 
la Seguridad de las Plataformas fijas Emplazadas en la Plataforma Continental, de 1988; la Con-
vención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Pro-
tegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos de 1973 y la Convención Internacional para la 
Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, de 2006.

88   Por ejemplo, entre otros, en los Convenios sobre Crímenes de Guerra y Crímenes con-
tra la Humanidad; en la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio 

https://doi.org/10.22201/iij.24487872e.2026.26.19803
https://creativecommons.org/licenses/by-nc/4.0/
https://www.gov.si/assets/ministrstva/MZEZ/projekti/MLA-pobuda/konvencija-dokoncna/The-Ljubljana-The-Hague-MLA-Convention_espanol.pdf
https://www.gov.si/assets/ministrstva/MZEZ/projekti/MLA-pobuda/konvencija-dokoncna/The-Ljubljana-The-Hague-MLA-Convention_espanol.pdf


28 de 55

Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. 26, núm. 26, 2026, e19803
Soranib Nathali Hernández de Deffendini / Simón Pedro Deffendini Silva
Las inmunidades de jurisdicción penal de agentes estatales y la justicia universal. Su aplicación al caso sobre Venezuela

e-ISSN 2448-7872
DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24487872e.2026.26.19803
Esta obra está bajo una Licencia Creative Commons Reconocimiento-NoComercial 4.0 Internacional

ternacionales no prevean rigurosamente la activación de la justicia universal, 
están relacionados con el ejercicio de este principio en tribunales de terceros 
Estados para castigar crímenes cometidos en el territorio de otro, mediante 
vínculos de nacionalidad (activa o pasiva)89 o porque el sospechoso se encuen-
tre en el territorio del Estado requirente.

Adicionalmente, para el ejercicio de este principio también se tiene en 
cuenta la conducta del Estado que activa la jurisdicción, los tipos de crímenes 
y los obstáculos procesales para ejercerlo. Sobre estos criterios de activación, 
podemos destacar los siguientes:

•	 Que el ejercicio de la JU sobre los crímenes internacionales deberá 
llevarse a cabo con base en el principio de buena fe —a la luz del DI 
general—, mediante el debido proceso conforme a los estándares in-
ternacionales, con la presencia del inculpado.

•	 Que los tribunales nacionales ejerzan este principio cuando el presunto 
sospechoso de haber perpetrado crímenes internacionales se encuentre 
bajo su jurisdicción90 o, en su lugar, solicitar su extradición91 a otro Es-
tado donde se halle, mediante el principio aut dedere aut judicare.

•	 Que los Estados garanticen el ejercicio de la justicia universal sobre 
aquellos sospechosos de haber cometido crímenes internacionales que 
se encuentren bajo su jurisdicción o, en su lugar, solicitar su extradición 
a la luz del derecho internacional aplicable. Además, los jueces deberán 

(1948); en la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra-
dantes (1984).

89   Cfr. Ambos, Kai, “La implementación del Estatuto de la Corte Penal Internacional en Ale-
mania”, Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 7-17, 2005, pp. 5 y 6.

90   Artículo 5.2 de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes, de 1984: “Todo Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias para esta-
blecer su jurisdicción sobre estos delitos en los casos en que el presunto delincuente se halle en 
cualquier territorio bajo su jurisdicción y dicho Estado no conceda la extradición [...]”.

91   La Comisión de Derecho Internacional se refirió, en este sentido, a la facultad de los Es-
tados para ejercer la jurisdicción universal en materia penal respecto a los crímenes de lesa hu-
manidad. Subrayó que deberán garantizar un juicio eficaz sobre los crímenes internacionales, a 
través de la cooperación interestatal, así como mediante y la asistencia judicial recíproca y la ex-
tradición. Cfr. ONU, “Informe de la Comisión de Derecho Internacional sobre la labor realizada 
en su 48° período de sesiones”, A/51/10., 6 de mayo a 26 de julio de 1996, pp. 48 y 54-59. Co-
mentario 6o. al artículo 8o. y comentarios al artículo 9o. del “Proyecto de Código de Crímenes 
contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad”, Naciones Unidas, YILC, vol. II, part two, 1996.
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ejercer esta justicia extraterritorial, incluso si no hay leyes nacionales 
precisas; y respetar el marco normativo internacional sobre el debido 
proceso, la imparcialidad, la independencia judicial y evitar cualquier 
sesgo político que pudieran desviar el proceso de su condición jurídica.

•	 Que los Estados que custodien a un presunto inculpado, antes de ejer-
cer la jurisdicción universal, deberán consultar con el Estado territorial 
si ha ejercido —o no— su competencia, al menos que este haya de-
mostrado incapacidad técnico-jurídica o falta de voluntad para juzgar a 
los presuntos responsables,92 como parece suceder en la situación sobre 
Venezuela. Aunado a ello, el Estado que persiga ejercer la jurisdicción 
extraterritorial debe tener en cuenta la competencia de la Corte Penal 
Internacional,93 especialmente en el caso que nos ocupa. Asimismo, de-
berá tener en consideración las posibles peticiones de extradición de 
otros Estados que manifiesten su facultad y voluntad para juzgar al sos-
pechoso, y cuyos vínculos sean más representativos con la perpetración 
de los crímenes internacionales, a saber, vínculos de nacionalidad, o de 
territorialidad. 

•	 Que, en relación con la posible concurrencia de jurisdicciones, los jue-
ces del Estado que está custodiando al presunto sospechoso deberán 
tener presente las siguientes condiciones: las obligaciones internacio-
nales erga omnes adoptadas en convenios internacionales; el sitio donde 
se perpetraron los crímenes; el vínculo de nacionalidad del presunto 
inculpado con el Estado que lo requiere para juzgarlo; el nexo de na-
cionalidad de la víctima con el Estado que requiere al presunto acusa-
do; que el Estado requirente garantice que puede aplicar la justicia de 
forma imparcial e eficaz94 y con base en el principio de buena fe; si es 

92   Tal como señalado por el Instituto de Derecho Internacional,  Justitia et Pace Institute of 
International Law Krakow Session-2005 Dix-Septieme Commission, “La compétence universe-
lle en matière pénale à l’égard du crime de génocide, des crimes contre l’humanité et des crimes 
de guerre”, Seventeenth Commission, Universal criminal jurisdiction with regard to the crime 
of genocide, crimes against humanity and war crimes, párr. 2. https://www.idi-iil.org/app/
uploads/2017/06/2005_kra_03_en.pdf 

93   Por ejemplo, la reforma del marco normativo interno impulsado por el Estado belga, 
para prevenir “una situación de potencial competencia con la Corte Penal Internacional”.  Cfr. 
Asamblea General de Naciones Unidas, “Alcance y aplicación del principio de la jurisdicción 
universal”, a/65/181, 29 de julio de 2010, párr. 94.

94   Cfr. Revue Internationales de Droit Pénal, vol. 75, num. 3-4, 2004, p. 827.
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conveniente o no para los testigos y víctimas que el Estado requirente 
active el principio de justicia universal, y si este dispone de elementos 
probatorios significativos.

•	 Que los Estados garanticen que el marco normativo interno atribu-
ya competencia plena a sus tribunales en relación con los presuntos 
responsables de crímenes internacionales, con independencia del car-
go oficial que hayan ostentado cuando se perpetraron tales conduc-
tas. Asimismo, serían inaplicables plazos de prescripción, amnistías, o 
indultos,95 que pudieran limitar la competencia de los tribunales nacio-
nales. Por añadidura, el sistema de justicia deberá garantizar que no se 
apliquen principios que eximan de responsabilidad a los sospechosos, 
como la obediencia debida, la coerción, o estado de necesidad.

•	 Los Estados deberán garantizar que su sistema de justicia aplique el 
principio non bis in idem, para evitar que el inculpado sea sancionado o 
juzgado varias veces por el mismo delito.

•	 Los Estados deberán velar que al presunto sospechoso no se le apliquen 
penas degradantes, crueles e inhumanas, ni tampoco pena de muerte. 
En este sentido, si se tienen dudas razonables de que el inculpado podría 
recibir estas penas en los tribunales del Estado requirente, entonces el 
Estado requerido podrá negarse a extraditarlo.

•	 Por último, los tribunales nacionales deberán determinar la reparación 
de las víctimas considerando a tales efectos sus intereses. Ahora bien, es 
dable subrayar, que la reparación solamente la ordenan los jueces en el 
ámbito de la jurisdicción universal en materia civil.

En definitiva, la jurisdicción universal96 en materia penal resulta un meca-
nismo eficaz para evitar la impunidad97 de los más execrables crímenes inter-

95   Por ejemplo, en el artículo 29 de la CRBV99 se contempla que “ [...] [l]as violaciones 
de derechos humanos y los delitos de lesa humanidad serán investigados y juzgados por los tri-
bunales ordinarios. Dichos delitos quedan excluidos de los beneficios que puedan conllevar su 
impunidad, incluidos el indulto y la amnistía”.

96   En materia civil, persigue la reparación de las víctimas de graves violaciones de derechos 
humanos, aunque este ámbito no lo desarrollemos porque excede en demasía los objetivos de 
nuestro estudio.

97   Cfr. Lemkin, Raphael, Axis rule in occupied Europe, laws of occupation, analysis of government, 
proposals for redress, Washington, Carnegie Endowment for International, 1944, p. 201.
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nacionales que agravian a la comunidad internacional en su conjunto;98 y para 
castigar a los responsables de estas conductas reprochables. A continuación, 
examinaremos el ejercicio del principio extraterritorial penal ante la falta de 
“[...] actuación de los tribunales del Estado territorial” para justificar la acti-
vación de la jurisdicción universal99 respecto a la situación sobre Venezuela.

1. La imposibilidad de juzgar los crímenes de lesa humanidad 
perpetrados en Venezuela en los tribunales españoles, tras la 
reforma del artículo 23.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial

Actualmente, la excepción a la inmunidad ratione personae de un alto agen-
te estatal en funciones, aun cuando haya cometido crímenes prohibidos por 
normas ius cogens, ha sido desestimada por tribunales nacionales en España,100 
Alemania101 y Francia.102 Esta doctrina, la siguió el Juzgado Central de Ins-
trucción núm. 1 de la Audiencia Nacional Española, a través del auto de 25 de 
octubre de 1999, al archivar las diligencias previas contra Slobodan Milose-
vic. Sobre el tema, Olásolo afirma que hay posiciones enfrentadas entre quie-
nes sostienen que “[...] la existencia de una norma consuetudinaria que no 
admite excepciones a la inmunidad funcional, pues de lo contrario se podría 
socavar el fundamento de las relaciones internacionales [...]”; por otra parte, 
hay “[...] quienes afirmaban la cristalización de una excepción consuetudi-

98   Cfr. Benavides, Luis, “The universal jurisdiction principle: nature and scope”, Anua-
rio Mexicano de Derecho Internacional, vol. 1, núm. 1, 2001, p. 29. https://doi.org/10.22201/
iij.24487872e.2001.1.4

99   Bollo, María, Derecho internacional penal. Estudio de los crímenes internacionales y de las técnicas 
para su represión, cit., p. 358.

100   Cfr. Tribunal Supremo, Auto de la Sala Penal de la Audiencia Nacional de España, 4 de 
marzo de 1999, 334/1999. En auto de 13 de diciembre de 2007, esta Sala se pronunció nueva-
mente ante la consignación de una nueva querella contra Fidel Castro.

101   Cfr. Tribunal Supremo Federal, “Re Honecker, Segunda Sala de lo Penal (República Federal 
de Alemania), sentencia de 14 de diciembre de 1984 (causa núm. 2 ARs 252/84)”, International 
Law Reports, vol. 80, pp. 365 y 366.

102   Cfr. “Kadhafi”, Tribunal de Casación, Sala de lo Penal (Francia), sentencia núm. 1414, de 
13 de marzo de 2001, Revue générale de droit international public, vol. 105, 2001, pp. 508-510. 
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naria a dicha norma que haría inaplicable la inmunidad funcional en caso de 
crímenes internacionales de ius cogens”.103 El autor por su parte expresa que

El carácter absoluto de la inmunidad personal hace que no pueda ser objeto de ex-
cepción con base en la seriedad del delito cometido [...] En consecuencia, se puede 
concluir que desde la finalización de la II Guerra Mundial no se ha producido ni la 
más mínima grieta en la inviolabilidad proporcionada por la inmunidad personal a 
los Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y Ministros de Asuntos Exteriores en ejerci-
cio [...]. Ante esta situación, no es posible afirmar en este momento que la tenden-
cia observada en la práctica internacional hacia el establecimiento de una excepción 
consuetudinaria a la inmunidad funcional con respecto a crímenes internacionales 
haya cristalizado. Por el contrario, parece que nos encontremos más bien en un pun-
to muerto.104

Brotóns afirma que “[e]n el caso Pinochet, los jueces lores que se fueron 
pronunciando en los sucesivos comités judiciales que conocieron del mismo, 
divididos en tantos puntos, estuvieron de acuerdo en la inmunidad de los 
Jefes de Estado en activo”.105 No obstante, Pastor sostiene que “[e]n el caso 
[de] Pinochet, la sentencia se inclinó por la ausencia de inmunidad del ge-
neral”. Sobre este asunto, el autor afirma que “[...] la House of Lords britá-
nica se enfrentó justamente con un supuesto de petición de extradición por 
delitos cuya comisión se imputaba [...] mientras ejerció el cargo de Jefe de 
Estado”.106 En este mismo sentido, Olásolo se muestra pesimista sobre posi-
bles excepciones a la norma en tribunales extranjeros, ya que

[...] no se ha producido ni la más mínima grieta en la inviolabilidad proporcionada 
frente a los tribunales nacionales extranjeros por la inmunidad personal de sus altos 
representantes en ejercicio: Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y Ministros de Asun-
tos Exteriores. Ello es así incluso en el caso de crímenes internacionales de ius cogens. 
La situación no difiere mucho cuando los agentes estatales han abandonado el cargo. 
El progresivo desarrollo de una excepción consuetudinaria a su inmunidad funcional 
cuando los tribunales nacionales extranjeros les imputan crímenes internacionales, 
se ha visto frenado por el rechazo de la CIJ a esta excepción en el caso Yerodia, el cual 

103   Olásolo, Héctor; Martínez, Juan, y Rodríguez, Ana, “La inmunidad de jurisdicción penal 
por crímenes internacionales”, Revista Chilena de Derecho, vol. 43, 2016, p. 265. 

104   Ibidem, pp. 261-265.
105   Pastor, Antonio, Curso de derecho internacional público y organizaciones internacionales, 21a. 

ed., Madrid, Tecnos, 2017, p. 510.
106   Idem.
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ha venido a costa de romper con el normal funcionamiento del principio de preva-
lencia normativa entre normas de distinto rango jerárquico dentro del ordenamiento 
jurídico internacional. Las restricciones legislativas introducidas en los últimos años 
en algunos Estados para limitar el ámbito de actuación del principio de justicia uni-
versal a nivel nacional no ha hecho sino reforzar este frenazo.107

En relación con esta última cuestión “[e]n España, como es sabido, el al-
cance de la jurisdicción universal está definido en la Ley Orgánica del Poder 
Judicial y en los tratados internacionales vigentes para el Estado relativos a la 
persecución de determinados crímenes internacionales”, y específicamente, 
respecto a “[...] la última modificación legislativa, a través de la Ley Orgánica 
1/2014, en España ha quedado restringido el alcance del principio de juris-
dicción universal pues se han requerido puntos de conexión en relación con 
cada delito perseguible extraterritorialmente”.108

Además, en relación directa sobre la situación de Venezuela, cabe desta-
car que la Audiencia Nacional de España desestimó una querella presenta-
da contra el ex presidente venezolano Hugo Chávez109 por crímenes de lesa 
humanidad. La falta de competencia argumentada por el Juzgado Central de 
Instrucción núm. 4 en Auto de 18 de marzo de 2003110 se basó en la inmuni-
dad de jurisdicción que le amparaba en el ejercicio de sus funciones; que los 
crímenes ya habían sido denunciados en Venezuela, por lo cual la jurisdicción 
española cedió frente a la jurisdicción primaria y preferente para juzgar tales 

107   Olásolo, Héctor; Martínez, Jr. y Rodríguez, Ana, op. cit., p. 277.
108   Pastor, Antonio, op. cit., p. 51. 
109   Según Olásolo “ [...] la implementación del principio del jurisdicción universal a nivel na-

cional ha permitido la presentación [...] de decenas de querellas en tribunales extranjeros contra 
altos representantes de los Estados, incluyendo los siguientes Jefes de Estado [...] Hugo Chávez 
de Venezuela (en España) [...]”. Olásolo, Héctor; Martínez, Jr. y Rodríguez, Ana, op. cit., p. 259. 
No obstante, se desistió la querella contra el presidente Chávez, ya que el fiscal “[...]Pedro Ru-
bira insistió en que la falta de competencia de los tribunales españoles para actuar en este caso 
toda vez que la ley establece la inmunidad de los jefes de Estado extranjeros en activo”. “El fiscal 
de la Audiencia Nacional reitera que España «no puede asumir» la causa contra Chávez”, EFE, 20 
de octubre de 2003;  “La Audiencia Nacional archiva la querella presentada contra Chávez por 
delitos de lesa humanidad”, Elmundo.es, 11 de noviembre de 2003. https://www.elmundo.es/
elmundo/2003/11/11/internacional/1068570590.html

110   Cfr. Caso Hugo Chávez, Auto del JCI núm. 4, de 18 de marzo de 2003, inadmite a trámite 
al apreciar inmunidad por razón del cargo.
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crímenes;111 que se remitió correspondientemente la cuestión a la Corte Pe-
nal Internacional, porque si se admitiera a trámite la querella en la Audiencia 
Nacional, “la Corte Penal Internacional carecería de sentido”, ya que tanto 
España como Venezuela ratificaron el Estatuto de Roma que puso en marcha 
este tribunal, que tiene por objeto “enjuiciar este tipo de delitos”, y finalmen-
te, según el diario El Mundo, el tribunal señaló que en la CRBV99 el artícu-
lo 139 expresa una suerte de excepción a la inmunidad del jefe de Estado al 
referirse a la responsabilidad del agente estatal por violaciones de derechos 
humanos, los cuales se juzgarían en sede nacional.112 El referido artículo 139 
reza teleológicamente que “[e]l ejercicio del Poder Público acarrea respon-
sabilidad individual por abuso o desviación de poder o por violación de esta 
Constitución o de la ley”, empero, de su interpretación taxativamente no se 
desprenden posibles excepciones a la inmunidad de agentes estatales por per-
petración de crímenes de lesa humanidad.

En este mismo sentido, en julio de 2025, la Audiencia Nacional Española 
inadmitió una querella contra la exfiscal general de Venezuela, Luisa Ortega 
Díaz, y contra el exministro del interior de Venezuela, Miguel Rodríguez, por 
crímenes de lesa humanidad y torturas. En este caso, la inadmisión se basó en 
el artículo 23.3.b) de la LOPJ, que “establece que esta competencia se activa 
solo si el procedimiento se dirige contra un español o si la víctimas tenía na-
cionalidad española en el momento de los hechos, y el imputado se encuentra 
en territorio español”. El juez nacional señala, asimismo, que los crímenes de 
lesa humanidad ya están bajo investigación en la Corte Penal Internacional, 
por lo que la inadmisión, además de basarse en el principio de personalidad 
pasiva, también obedece al “carácter subsidiario de la jurisdicción española”113 
por la concurrencia jurisdiccional114 en la cual tiene prioridad la jurisdicción 

111   “El fiscal de la Audiencia Nacional reitera que España «no puede asumir» la cau-
sa contra Chávez”, El Mundo.es, 22 de octubre de 2003. https://www.elmundo.es/elmun-
do/2003/10/22/internacional/1066781120.html 

112   Idem.
113   “La Audiencia Nacional inadmite una querella contra la exfiscal general de Venezuela 

por crímenes de lesa humanidad”, Confilegal.com, 9 de septiembre de 2025. https://confilegal.
com/20250709-la-audiencia-nacional-inadmite-una-querella-contra-la-exfiscal-general-de-ve-
nezuela-por-crimenes-de-lesa-humanidad/?amp 

114   Cfr. Ollé, Manuel, Justicia universal para crímenes internacionales, Madrid, La Ley, 2008, p. 
145.
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primaria de Venezuela, en tanto en cuanto los crímenes se cometieron en su 
territorio y los presuntos responsables ostentan la nacionalidad venezolana. 

Por lo tanto, ante la interrogante que nos planteamos en el presente estu-
dio sobre si “es posible juzgar los crímenes de lesa humanidad perpetrados en 
Venezuela en los tribunales españoles tras la reforma del artículo 23.4 de la 
LOPJ”, la respuesta es negativa, dadas las evidentes restricciones a la activa-
ción de la jurisdicción universal en España.

2. La aplicación de la jurisdicción universal en Argentina para 
reprimir los crímenes internacionales perpetrados en Venezuela 

Tal como está documentado en los informes consultados, en Venezuela se 
perpetraron crímenes de lesa humanidad durante las manifestaciones civiles 
de 2014 y 2017; la categorización de tales crímenes facultan el ejercicio de la 
jurisdicción universal en Argentina. En este sentido, según el testimonio de 
víctimas y familiares estos consistieron en

[...] las vivencias padecidas —la persecución y asesinato de sus familiares, en un con-
texto que es público y repercute más allá de las fronteras territoriales— en mani-
festaciones ocurridas en Venezuela a principios de 2014, por las cuales habrían sido 
condenados los autores inmediatos, pero nunca progresó el rastreo sobre el encabe-
zamiento de aquel gobierno y sus órganos dependientes, tales como la Guardia Na-
cional Bolivariana. Estos habrían impulsado, a través de la cadena de mando, el uso 
de la violencia contra la población civil. (En esta última afirmación coinciden todos 
los denunciantes y ha sido el motivo de la conexión de las causas, aun cuando cada 
una contenga circunstancias propias).115

Por tanto, se justificaría la activación de la justicia universal en el Estado 
argentino ya que “[...] algunos países no exigen vínculo alguno con los per-
petradores o las víctimas, sino que se fundamentan para conocer del caso ex-
clusivamente en la gravedad del delito, como en [...] Argentina”. De hecho, 
así lo consagra el artículo 118 de su Constitución:

La actuación de estos juicios [penales o criminales] se hará en la misma provincia 
donde se hubiere cometido el delito; pero cuando éste se cometa fuera de los límites 

115   Idem.
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de la Nación, contra el Derecho de Gentes, el Congreso determinará por una ley 
especial el lugar en que haya de seguirse el juicio.116

Efectivamente, el Estado argentino ejerce este principio, dada la gravedad 
de los crímenes internacionales perpetrados en Venezuela en 2014 y 2017, 
que lesionan los bienes jurídicos comunes117 de la CI, como ya lo hemos ade-
lantado. En este contexto, el inicio de la investigación118 contra el presidente 
de Venezuela se fundamenta en que “los delitos investigados conformarían 
crímenes contra el derecho de gentes, deriva la idea de que la comunidad 
internacional en su conjunto se encuentra interesada en su investigación y 
juzgamiento”.119 Esta fundamentación coincide con lo establecido en los Prin-
cipios de Princeton sobre la Jurisdicción Universal (2001)120 que, si bien la 
presencia del inculpado es oportuno para instruir el procedimiento,121 no es 

116   “¿Qué es la jurisdicción universal que la Fiscalía argentina esgrime para investigar viola-
ciones a los DD. HH. ocurridas en Venezuela?”, Acceso a la Justicia, 25 de julio de 2023. https://
accesoalajusticia.org/que-es-jurisdiccion-universal-que-fiscalia-argentina-esgrime-investigar-
violaciones-ddhh-venezuela/

117   Cfr. Mir, Santiago, Derecho penal. Parte general, 8a. ed., Barcelona, Reppertor, 2006, pp. 
55 y 56.

118   “La justicia argentina ordenó que se reabra la investigación contra Nicolás Maduro por 
delitos de lesa humanidad en Venezuela”, El Clarín, 9 de abril de 2024. https://www.clarin.
com/politica/justicia-argentina-ordeno-reabra-investigacion-nicolas-maduro-delitos-lesa-hu-
manidad-venezuela_0_YhGpjDAKOj.html; Schamis, H., “Jurisdicción universal: Maduro en la 
justicia argentina”, El Confidencial, 20 de junio de 2023. https://confidencial.digital/opinion/
jurisdiccion-universal-maduro-en-la-justicia-argentina/ 

119   Cfr. Cámara Federal de Casación Penal, Argentina, Sala 4, CFP 4591/2010/22/CFC5, 
Registro No. 1277/22, VILLA, Rodolfo Martín s/recurso de casación, 20 de septiembre de 2022, p. 20.

120   Téngase en cuenta la posición en contra de la inmunidad penal de los altos funcionarios 
estatales por la comisión de crímenes internacionales, en el Principio 5 de Princeton sobre la 
Jurisdicción Universal, el cual se muestra favorable a la exclusión de cualquier excepción de res-
ponsabilidad para las violaciones graves del derecho internacional, a saber, los crímenes de guerra, 
los crímenes contra la paz, los crímenes de lesa humanidad, el genocidio, la tortura, la piratería, 
y la esclavitud, con independencia de que el inculpado sea un alto funcionario del gobierno aún 
ejercicio. Cfr. “Principio 5 – Inmunidades. Con respecto a los delitos graves de derecho inter-
nacional que se enumeran en el párrafo 1 del Principio 2, la función oficial de un acusado, sea 
en calidad de jefe de Estado o de Gobierno o de funcionario competente, no le exonerará de 
responsabilidad penal ni atenuará su pena”. Véase en ONU, Doc. A/56/677, 2001.

121   Bollo, María, Derecho internacional penal. Estudio de los crímenes internacionales y de las técnicas 
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indispensable para  el juez nacional que pretenda enjuiciarlo.122 Asimismo, el 
proceso de extradición del presunto culpable debería facilitar la presencia de 
este ante el juez competente.

En este aspecto, la fundamentación de la activación de la jurisdicción uni-
versal concurrente de Argentina se basó en que

[l]os hechos denunciados en la presente causa revisten características de extrema 
gravedad y generarían eventuales lesiones a derechos humanos fundamentales que 
obligarían a la habilitación de la protección universal de los mismos. Se advierte 
también aquí, la inmediata necesidad de asumir una resolución teniendo en cuenta 
la particularidad de los hechos, cuyos resultados —por su contemporaneidad y las 
modalidades de su ejecución— no admiten dilación ni demora alguna en las medi-
das de tutela que se deben de inmediato adoptar a fin de evitar mayores perjuicios a 
los posibles derechos inculcados. Advirtiéndose la gravedad de la afectación de ga-
rantías fundamentales que, según  afectan a amplios sectores de la población civil y 
que se ejercerían desde la estructura misma y utilizándose el poder público estatal, 
se impone revocar la decisión del juez de grado; ello teniendo en cuenta los fines 
esenciales y tuitivos del derecho de gentes, de la jurisdicción universal y la evitación 
de mayores daños [...] corresponde asumir la jurisdicción universal y la competencia 
extraterritorial de los órganos judiciales de la República Argentina para su debido 
juzgamiento [...].123.

La justificación de este principio concurrente se basa en la obligación in-
ternacional adoptada como Estado parte del Estatuto de Roma, sobre el ago-
tamiento previo de los recursos internos en el Estado donde se cometieron 
los crímenes y que, además, tal obligación se fundamenta en normas ius co-
gens124 consagradas en el artículo 53 de la Convención de Viena sobre el De-

para su represión, cit., nota 12, pp. 359-369. Sobre las sentencias en rebeldía, véase Remiro, An-
tonio, El caso Pinochet. Los límites de la impunidad, cit., p. 57.

122   Principio 1: “se entiende por jurisdicción universal una jurisdicción penal sustentada ex-
clusivamente en la naturaleza del delito, prescindiendo del lugar en que este se haya cometido, 
la nacionalidad del autor presunto o condenado, la nacionalidad de la víctima o cualquier otro 
nexo con el Estado que ejerza esa jurisdicción”. Idem. Cfr. Remiro, Antonio, “El caso Pinochet: 
implicaciones y efectos del siglo XXI”, en Ramón, Consuelo (ed.), Los retos humanitarios del siglo 
XXI, Valencia, Tirant lo Blanch, 2004, pp. 215 y 216; Cfr. Bollo, María, Derecho internacional penal. 
Estudio de los crímenes internacionales y de las técnicas para su represión, cit., nota 12, p. 369.

123   Camara Criminal y Correccional Federal-Sala 1. https://drive.google.com/file/d/1qt0
66AlYSYHf7UMcCSVzvaKMtoyDP17h/view?pli=1

124   Cfr. Cervell, María, op. cit., pp. 97-126.
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recho de los Tratados de 1969 (CV69), y en el artículo 8o. del Proyecto de 
Código de Crímenes  contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad.125 Así, 
el Estado argentino —confirmando haber implementado el ER en su marco 
normativo según la “Ley 25.390 (implementada por la ley 26.200) [...]”— 
incorporada a su vez en la Constitución según el artículo 75.22, afirmó que 
es competente para juzgar los crímenes internacionales al comprobarse “[...] 
las trabas impuestas por el soberano para localizar a todos los involucrados, 
la gravedad de los ilícitos que reflejan conductas sistemáticas y generalizadas 
asociadas a crímenes de lesa humanidad tipificadas en el Estatuto de Roma 
[...]”, y tras haberse demostrado —en los informes de los mecanismos que 
hemos analizados— la “[...] incapacidad o [...] falta de voluntad [por parte de 
Venezuela como] Estado territorial”;126 por tanto “[...] justifica la operatividad 
de los principios de universalidad y complementariedad en favor del Estado 
argentino, sustituto de la Justicia venezolana, la cual como autoridad local, ha 
omitido cumplir su rol de enjuiciar a los responsables”.127 

Finalmente, el Tribunal indica que

[...] es impostergable que el juez resuelva la petición de convocar a declaración in-
dagatoria a Nicolás Maduro Moros, Diosdado Cabello y todos aquellos identificados 
como responsables y se someta a juicio a todos los responsables de las graves viola-
ciones a los derechos humanos y delitos de lesa humanidad, que fueran denunciados 
en las presentes actuaciones, debiendo disponer todas las medidas cautelares urgen-
tes que permitan la sujeción de los responsables al proceso, como ser su orden de 
captura inmediata.128

Dicho esto, si bien la justicia universal en Argentina se centra en la san-
ción penal a los responsables de crímenes internacionales —y también po-
dría generar obligaciones civiles respecto a  la reparación de las víctimas—, 

125   El artículo 8o. de este proyecto dispone que los Estados están obligados a activar su ju-
risdicción respecto a crímenes de contra la humanidad “sean cuales fueren el lugar de comisión 
de esos crímenes y sus autores”. Cfr. “Informe CDI sobre la labor realizada en 48 período de 
sesiones”, de 6 de mayo a 26 de julio de 1996.

126   Bollo, María, Derecho internacional penal. Estudio de los crímenes internacionales y de las técnicas 
para su represión, cit., p. 378.

127   Poder Judicial de la Nación, “Maduro Nicolás y otros s/legajo de apelación”. Juzg. 2 sec. 3 
(CNo 62.357) SC-MG-EBV Cámara Criminal y Correccional Federal-Sala 1, CFP 2001/2023/
CA1.

128   Idem.
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y que esta sería una vía para luchar contra la impunidad sobre los graves crí-
menes cometidos en Venezuela, no obstante, en el ejercicio de este principio, 
se suscita el debate sobre la preeminencia de las inmunidades de los jefes de 
Estado129 que constituyen un límite a la activación de la jurisdicción univer-
sal. Especialmente en la situación que nos ocupa, las inmunidades penales del 
jefe de Estado y altos agentes civiles y militares de la EOP limitan el alcance 
de la JU, principalmente porque los acusados —además de estar en el ejer-
cicio de sus funciones—, al no encontrarse en territorio argentino, estarían 
amparados en la norma non ultra petita;130 aunque este fundamento sea justo 
a la luz de las peticiones de las víctimas y de los argumentos esgrimidos por 
Venezuela sobre la inmunidad que protege al presidente y los agentes estata-
les requeridos. No obstante, debe subrayarse que el postulado elemental para 
aplicar tales inmunidades es que los tribunales argentinos sean competentes 
para conocer sobre los crímenes131 perpetrados en Venezuela.

No es el objetivo de este estudio profundizar en el análisis de las inmuni-
dades ratione materiae y ratione personae, ampliamente desarrollado por la doc-
trina y por la práctica internacional. Por el contrario, baste con señalar que, 
actualmente, la inmunidad personal ampara al jefe de Estado venezolano, al 
ministro de relaciones exteriores, al ministro de defensa y a otros altos agen-
tes estatales en el ejercicio de sus funciones. Hasta el momento, no se les ha 
levantado la inmunidad para ser juzgados en sede nacional, ni tampoco ante 
la jurisdicción universal. 

En términos generales, los tribunales nacionales reconocen esta norma 
—que ¿parecería obedecer a las posibles consecuencias en las relaciones 
internacionales?—132. Los altos agentes estatales están amparados por la in-
munidad personal y, por ello, no se les puede perseguir por tribunales de ter-

129   Cfr. Hormázabal, Hernán, “La inmunidad del jefe de Estado”, en García, Mercedes y Ló-
pez, Diego, op. cit., p. 165.

130   Cfr. Salmon, Jean, “Libres propos sur l’arrêt de la CIJ du 14 février 2002 dans l’affaire 
relative au mandat d’arrêt du 11 avril 2000 (RDC C. Belgique)”, RBDI, vol. XXXV, núms. 1-2, 
2002, p. 515.

131   Cfr. Bollo, María, “Soberanía, justicia universal e inmunidad de jurisdicción en los asuntos 
República Democrática del Congo c. Bélgica y República del Congo c Francia”, REDI, vol. LVI, 
núm. 1, 2004, p. 97.

132   Cfr. Michael, A., “Diplomats or defendants? Defining the future of Head-of-State immu-
nity”, Duke Law Journal, vol. 52, núm. 3, 2002, pp. 667 y 668.
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ceros Estados, porque ¿la perpetración de crímenes internacionales aún no 
constituyen excepciones a esta norma?

V. Conclusiones

Aun cuando hemos destacado que la lucha contra la impunidad es vital para 
hacer frente a los graves crímenes internacionales, sigue topándose con el 
obstáculos de las inmunidades de jurisdicción penal de los jefes de Estado y 
de altos agentes que conforman la estructura organizada de poder. En cuan-
to a las inmunidades penales de los altos agentes estatales en Venezuela, se 
demostró que, a la luz del artículo 266 de la Constitución y del artículo 377 
del Código Orgánico Procesal venezolano, subsisten lagunas jurídicas sobre 
el alcance y límites de la norma, especialmente sobre el presidente; lo que 
parecería sugerir  un abuso de poder dada la falta de delimitación de la na-
turaleza jurídica de la inmunidad frente a la comisión de crímenes de lesa 
humanidad perpetrados, calificables como graves violaciones de normas ius 
cogens. En consecuencia, ante la falta de actuación de Venezuela como Estado 
territorial para reprimir estos crímenes y depurar las responsabilidades pe-
nales correspondientes de los superiores civiles y militares, no se justifica la 
falta de tipificación interna de los tipos penales como un problema para atri-
buir tales responsabilidades, ya que se puede recurrir al derecho internacio-
nal para superar las deficiencias del marco normativo interno a través de la 
interpretación amplia de tipos internos. 

No obstante, subsiste la impunidad por la falta de voluntad del Estado ve-
nezolano para adoptar las reformas normativas necesarias que establezcan 
excepciones a la inmunidad penal de los altos agentes estatales para juzgarles 
en sede nacional o, en su defecto, para levantarles la inmunidad y que pue-
dan ser juzgados en terceros Estados. Se concluye, por tanto que, frente a la 
inactividad judicial en sede nacional, se justifica el título habilitante de terce-
ros Estados para aplicar la justicia universal. También se demostró que, en el 
estado actual de la Ley Orgánica del Poder Judicial español, es casi imposible 
activar la justicia universal para juzgar a los presuntos responsables de los crí-
menes de lesa humanidad perpetrados en Venezuela, dadas las restricciones 
sobre los vínculos de conexión que introdujo la última reforma del artículo 
23.4 de la LOPJ. Además, esta restricción de la aplicación extraterritorial de 
la ley en España no podría justificarse por la activación de la jurisdicción de la 
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Corte Penal Internacional sobre la situación venezolana, dado que la “Política 
Criminal de la Corte” limita su actuación para investigar y sancionar solamen-
te a los máximos responsables de crímenes internacionales competencia de la 
Corte. En este sentido, dicha reforma es incompatible con la defensa de los 
derechos fundamentales de las víctimas de graves crímenes internacionales 
que en otrora recibían justicia y consuelo en los tribunales españoles. 

Contrario sensu, en tribunales argentinos se inició un procedimiento contra 
el jefe de Estado de Venezuela y algunos altos agentes mediante la activación 
de la jurisdicción universal, dado que, a la luz del artículo 118 de la Constitu-
ción argentina, no se exige vínculos con los perpetradores o las víctimas. Por 
el contrario, la fundamentación para activar la jurisdicción universal se basa 
en la gravedad de los crímenes internacionales, como los cometidos en Vene-
zuela. En nuestra opinión, la competencia extraterritorial que está ejercien-
do Argentina estaría defendiendo y salvaguardando los derechos humanos de 
las víctimas de los graves crímenes de lesa humanidad perpetrados en 2014 
y 2017. Asimismo, está demostrando su voluntad para preservar y hacer res-
petar la dignidad del ser humano a través de sus instituciones, para poner fin 
a las graves violaciones del derecho internacional de los derechos humanos 
en Venezuela y castigar a los responsables, aunque se trate del jefe de Estado 
o altos agentes civiles y militares. Así, se demuestra que la inmunidad no es 
igual que impunidad, y que la justicia universal es el mecanismo eficaz para 
otorgar tutela judicial efectiva a las víctimas cuando no es posible recibir jus-
ticia en sede nacional.

Llegados a este punto, debemos señalar que la distinción entre actos públi-
cos y privados —pese a que conducen a la misma conclusión de desconocer 
la inmunidad material—resulta forzosa. En el caso que nos ocupa, no puede 
inferirse que los altos agentes estatales hayan participado en la perpetración 
de los crímenes de lesa humanidad a título privado, porque se ha demostrado 
que tales crímenes se planificaron y ejecutaron mediante la estructura orga-
nizada de poder en Venezuela, para reprimir a la población civil. Es por ello 
por lo que, estas conductas en las cuales están implicadas las fuerzas militares 
y policiales venezolanas, se sitúan entre los actos públicos —mientras osten-
tan funciones públicas—. Esta valoración es adecuada respecto a los críme-
nes internacionales perpetrados en Venezuela, como por ejemplo la tortura, 
en la cual la categoría de agente del Estado supone uno de los elementos del 
crimen.
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Por lo tanto, la interpretación entre ambos tipos de actos lógicamente fa-
vorece a la inmunidad. Al no plantearse posibles excepciones a la norma en 
contextos de graves violaciones de derechos humanos, parecería obligatorio 
acoplarla entre los actos llevados a cabo a título privado, en tanto que los 
exagentes estatales seguirían amparados por la inmunidad ratione materiae por 
aquellos actos ejecutados en el ejercicio de sus funciones, con independen-
cia de la gravedad de tales conductas. Este análisis no toma en consideración 
que la determinación de responsabilidad penal internacional respecto a los 
crímenes internacionales contempla, como se ha demostrado, la irrelevancia 
del cargo ostentado por el inculpado como eximente, cuando se trata de es-
tablecer el alcance de la inmunidad material de los exagentes estatales. Esta 
reflexión resulta especialmente relevante respecto a nuestro planteamiento 
jurídico de apoyar la activación de la justicia universal en Argentina, en la cual 
no se atiende a la naturaleza pública o privada del acto, al contrario, se centra 
en la gravedad de los crímenes de lesa humanidad perpetrados en Venezuela.

Frente al límite para el ejercicio de jurisdicción universal que supone la 
inmunidad de jurisdicción material que, como en el caso que nos ocupa, am-
para al jefe de Estado y altos agentes en funciones de la estructura organizada 
de poder en Venezuela, se propone como solución a la problemática de sus-
tanciar la responsabilidad penal de estos agentes, lo siguiente:

•	 La derogación, y/o renuncia de la inmunidad penal del presidente de 
Venezuela y altos agentes civiles y militares, para que puedan ser juz-
gados en sede nacional —jurisdicción primaria— o, en tribunales na-
cionales, especialmente en tribunales de Argentina en tanto que cursa 
actualmente una causa contra el jefe de Estado y algunos altos mandos 
civiles y militares. Además, está demostrando un gran compromiso en 
la lucha contra los graves crímenes cometidos en Venezuela, al ofrecer a 
las víctimas el acceso a la tutela judicial efectiva.

•	 Aplicar la propuesta de lege ferenda de Jiménez para resolver el escollo 
entre justicia universal e inmunidad de jurisdicción, que consiste en 
“[...] reconocer la jurisdicción de los tribunales nacionales para autori-
zar, conforme a su legislación interna, el procesamiento y, en su caso, 
el juicio en rebeldía [...] de un representante oficial salvaguardando, al 
mismo tiempo, la inmunidad e inviolabilidad [...] en sus visitas oficia-
les”. Según el autor, se trasladaría la responsabilidad de juzgar al acu-
sado al Estado de su nacionalidad, por lo que, en caso de no activar la 
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jurisdicción primaria, quedaría expuesto ante la CI por incumplir con 
sus obligaciones internacionales en la materia; una solución idónea para 
Estados respetuosos del derecho internacional, a todas luces no aplica-
ble a la situación de Venezuela por la evidente falta de judicialización de 
crímenes internacionales documentada en los informes de los mecanis-
mos convencionales y extraconvencionales de protección universal e 
interamericano de derechos humanos.

•	 Respecto al estado actual de la Ley Orgánica del Poder Judicial sobre 
la aplicación de la justicia universal en España, planteamos adoptar la 
propuesta de lege ferenda de Pérez y Benito para reformar el artículo 
23.4 de la LOPJ “[...] para que a los crímenes internacionales de pri-
mer grado se les aplique el principio de justicia universal [...] absoluta, 
no debiéndose exigir [...] ningún vínculo [...] (nacionalidad del autor o 
de la víctima, interés propio del Estado) pues su persecución interesa a 
toda la comunidad internacional”. De esta manera, la justicia universal 
en España se equipararía a la de Argentina, al activarse con base en la 
gravedad de los crímenes internacionales cometidos y no en los víncu-
los efectivos con el Estado español. Esta sería una ventana para luchar 
sobre la impunidad que subsiste respecto de los responsables de los 
graves crímenes de lesa humanidad perpetrados en Venezuela, princi-
palmente, respecto de la presencia actualmente en territorio español 
de la exfiscal y el exministro de interior, cuyas querellas en su contra 
inadmitió la Audiencia Nacional en julio de 2025.

•	 Finalmente, ante la constatación de la incapacidad y/o la falta de volun-
tad de las autoridades venezolanas como Estado territorial, y en caso de 
que no sea posible ejercer la jurisdicción universal por el alcance y los 
límites impuestos por las inmunidades, sería necesario que se mantenga 
activa de la jurisdicción complementaria de la Corte Penal Internacio-
nal (artículo 17, Estatuto de Roma); y que la Fiscalía continúe con la 
investigación en la “Situación Venezuela I” por los crímenes de lesa hu-
manidad competencia de la Corte.

En nuestra opinión, mientras no se levanten las inmunidades al jefes de 
Estado y a los altos agentes, o cesen en sus funciones, esta parecería ser la vía 
más efectiva para proceder con el enjuiciamiento y castigo de los máximos 
responsables, dada la improcedencia del cargo ante la CPI, y la inoponibilidad 
de la inmunidad penal a la luz del artículo 27 del Estatuto de Roma.
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Benicia Suárez Anderson, Magistrados y Magistradas Principales de la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, así como los Doctores 
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